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RESOLUCION DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, SO-
BRE LA PROCEDENCIA CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA PROYECCIÓN DE PRINCI-
PIOS DE DOCTRINA 2002 QUE PRESENTA EL PARTIDO ACCIÓN NACIONAL Y QUE SE 
ADICIONA AL DOCUMENTO VIGENTE DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA. 

Al margen un sello con el Escudo Nacional, que dice: Estados Unidos Mexicanos.- Instituto Federal Electo-
ral.- Consejo General.- CG188/2002. 

RESOLUCION DEL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, SOBRE LA PROCE-
DENCIA CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002 QUE PRE-
SENTA EL PARTIDO ACCION NACIONAL Y QUE SE ADICIONA AL DOCUMENTO VIGENTE DE PRINCIPIOS 
DE DOCTRINA  

ANTECEDENTES 

I. CON FECHA QUINCE Y DIECISEIS DE SEPTIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS TREINTA Y NUEVE LA 
ASAMBLEA CONSTITUYENTE DEL PARTIDO ACCION NACIONAL APROBO SUS PRINCIPIOS DE 
DOCTRINA. LOS DIAS CATORCE, QUINCE Y DIECISEIS DE MAYO DE MIL NOVECIENTOS SESEN-
TA Y CINCO LA XVIII CONVENCION NACIONAL DEL PARTIDO EN CITA APROBO LA PROYEC-
CION DE LOS PRINCIPIOS DE DOCTRINA. 

II. EL CATORCE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DOS, EL PARTIDO ACCION NACIONAL CELEBRO LA 
XLV CONVENCION NACIONAL EN LA CIUDAD DE BOCA DE RIO, VERACRUZ. EN DICHA CON-
VENCION SE APROBO EL DOCUMENTO DENOMINADO PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOC-
TRINA 2002.  

III. CON FECHA VEINTICUATRO DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DOS, EL LICENCIADO LUIS FELIPE 
BRAVO MENA, PRESIDENTE DEL COMITE EJECUTIVO NACIONAL DEL PARTIDO ACCION NA-
CIONAL, PRESENTO ANTE LA PRESIDENCIA DEL CONSEJO GENERAL DE ESTE INSTITUTO EL 
ESCRITO POR MEDIO DEL CUAL COMUNICA EL RESULTADO DE LA XLV CONVENCION NACIO-
NAL. EN DICHA CONVENCION SE SEÑALA QUE EL OBJETIVO PRINCIPAL FUE LA APROBACION 
DEL DOCUMENTO DENOMINADO “PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002”. EL CUAL 
SE ADICIONA A LOS PRINCIPIOS DE DOCTRINA VIGENTES QUE OBRAN EN LOS ARCHIVOS DEL 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. 

IV. EL DIA VEINTICUATRO DE SEPTIEMBRE DEL PRESENTE AÑO, SE ANEXO AL ESCRITO DE 
CUENTA LA SIGUIENTE DOCUMENTACION: CERTIFICACION DEL ACTA DE LA SESION ORDINA-
RIA CELEBRADA EL SIETE DE JUNIO DEL DOS MIL DOS, EN LA CUAL SE NOMBRA Y APRUEBA A 
LA COMISION REDACTORA DE LA PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA, ASI COMO LA 
FECHA DE LA CONVOCATORIA Y EL REGLAMENTO PARA LA CELEBRACION DE LA XLV CON-
VENCION NACIONAL; CONVOCATORIA EMITIDA POR EL COMITE EJECUTIVO NACIONAL DEL 
PARTIDO ACCION NACIONAL PARA LA CELEBRACION DE LOS FOROS TEMATICOS DE CON-
SULTA PARA LA PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002 DE FECHA DIECIOCHO DE 
JUNIO DEL PRESENTE AÑO; CONVOCATORIA PARA LA SESION EXTRAORDINARIA DEL MEN-
CIONADO COMITE REALIZADA EL DIA DIEZ DE SEPTIEMBRE DEL AÑO EN CURSO; TESTIMONIO 
DE LA ESCRITURA DE PROTOCOLIZACION, DE FECHA DIEZ DE SEPTIEMBRE DEL DOS MIL DOS 
DEL ACTA DE SESION EXTRAORDINARIA DEL COMITE EJECUTIVO NACIONAL EN LA CUAL 
CONSTA LA PRESENTACION Y APROBACION DEL COMITE EJECUTIVO NACIONAL DEL DOCU-
MENTO DENOMINADO “PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA” Y; PRIMER TESTIMONIO 
DE LA ESCRITURA PUBLICA NUMERO NUEVE MIL SEISCIENTOS SESENTA Y SIETE, FECHADA EL 
CATORCE DE SEPTIEMBRE DEL AÑO EN CURSO, EN LA CUAL SE HACE CONSTAR EL DESA-
RROLLO DE LA XLV CONVENCION NACIONAL DEL PARTIDO QUE NOS OCUPA.  

 EL TESTIMONIO EN COMENTO CONTIENE: CONVOCATORIA DE FECHA SIETE DE JUNIO DE 
DOS MIL . DOS; REGLAMENTO PARA LA INTEGRACION Y EL DESARROLLO DE LA XLV CON-
VENCION NACIONAL DEL PARTIDO ACCION NACIONAL FECHADO EL SIETE DE JUNIO DEL DOS 
MIL DOS; COPIAS CERTIFICADAS DE LA LISTA DE ASISTENCIA POR ENTIDAD DE LOS DELEGA-
DOS NUMERARIOS, FOTOGRAFIAS DEL EVENTO, ASI COMO UNA COPIA SIMPLE DEL DOCU-
MENTO “PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002”. 
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V. CON FECHA VEINTISEIS DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DOS, EL PARTIDO ACCION NACIONAL 
COMUNICA ALGUNOS ANTECEDENTES Y PUNTOS DE IMPORTANCIA CON RESPECTO A LA RE-
CIENTE APROBACION DE LA PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA DEL PARTIDO POR LA 
XLV CONVENCION NACIONAL. 

AL TENOR DE LOS ANTECEDENTES QUE PRECEDEN, Y 

CONSIDERANDO 

1. QUE EN CUMPLIMIENTO DE LO DISPUESTO EN EL ARTICULO 24, PARRAFO 1, INCISO a), DEL 
CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, LOS PARTIDOS PO-
LITICOS DEBERAN FORMULAR UNA DECLARACION DE PRINCIPIOS Y EN CONGRUENCIA CON 
ELLOS, EL PROGRAMA DE ACCION Y LOS ESTATUTOS QUE NORMEN SUS ACTIVIDADES. 

2. QUE DE CONFORMIDAD CON EL ARTICULO 38, PARRAFO 1, INCISO l), DEL CODIGO FEDERAL 
DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, LOS PARTIDOS POLITICOS NACIONA-
LES DEBERAN COMUNICAR AL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL CUALQUIER MODIFICACION A 
SU DECLARACION DE PRINCIPIOS, PROGRAMA DE ACCION Y ESTATUTOS, DENTRO DE LOS 
DIEZ DIAS SIGUIENTES A LA FECHA EN QUE SE TOME EL ACUERDO CORRESPONDIENTE POR 
EL PARTIDO, SIN QUE ESTAS MODIFICACIONES SURTAN EFECTOS HASTA QUE EL CONSEJO 
GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, DECLARE LA PROCEDENCIA CONSTITUCIO-
NAL Y LEGAL DE LAS MISMAS. 

3. QUE LA XLV CONVENCION NACIONAL DEL MENCIONADO INSTITUTO POLITICO TIENE FACUL-
TADES PARA CONOCER LOS ASUNTOS DE LA POLITICA GENERAL DEL PARTIDO, CONFORME A 
LO DISPUESTO POR EL ARTICULO 36 DE LA PROPIA NORMA ESTATUTARIA EN VIGOR DEL 
PARTIDO ACCION NACIONAL, QUE A LA LETRA SEÑALA: “LA CONVENCION NACIONAL ES EL 
ORGANO COMPETENTE PARA REVISAR Y APROBAR EL PROGRAMA BASICO DE ACCION POLI-
TICA Y CONOCER LOS ASUNTOS DE LA POLITICA GENERAL DEL PARTIDO QUE LE SOMETAN 
EL COMITE EJECUTIVO NACIONAL O EL CONSEJO NACIONAL Y QUE NO SEAN COMPETENCIA 
DE LA ASAMBLEA. ESTA SE REUNIRA EN EL LUGAR Y FECHA QUE DETERMINE LA CONVOCA-
TORIA. EN LO QUE SE REFIERE A LA CONVOCATORIA, INTEGRACION, FUNCIONAMIENTO Y 
DECISIONES DE LAS CONVENCIONES SERAN APLICABLES EN LO CONDUCENTE LOS ARTICU-
LOS 18 Y DEL 22 AL 33 DE ESTOS ESTATUTOS”. 

4. QUE EL PARTIDO ACCION NACIONAL REALIZO Y APROBO LA PROYECCION DE PRINCIPIOS DE 
DOCTRINA 2002, EN LA XLV CONVENCION NACIONAL, CELEBRADA EL DIA CATORCE DE SEP-
TIEMBRE DEL AÑO EN CURSO. DICHO DOCUMENTO SE ADICIONA A LOS PRINCIPIOS DE DOC-
TRINA VIGENTES QUE OBRAN EN LOS ARCHIVOS DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. EL 
DOCUMENTO EN COMENTO SE INTEGRA CON LOS PRINCIPIOS DE DOCTRINA APROBADOS EN 
SEPTIEMBRE DE MIL NOVECIENTOS TREINTA Y NUEVE, LA PROYECCION DE LOS PRINCIPIOS 
DE DOCTRINA APROBADOS POR LA XVIII CONVENCION NACIONAL EN MAYO DE MIL NOVE-
CIENTOS SESENTA Y CINCO Y ACTUALMENTE CON LA PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOC-
TRINA APROBADOS POR LA XLV CONVENCION NACIONAL DEL MENCIONADO PARTIDO 
(ANEXO UNO). 

5. QUE EL PARTIDO ACCION NACIONAL, A TRAVES DEL PRESIDENTE DEL COMITE EJECUTIVO 
NACIONAL, COMUNICO EN TIEMPO Y FORMA AL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL LAS ADI-
CIONES A SUS PRINCIPIOS DE DOCTRINA, APROBADAS POR LA XLV CONVENCION NACIONAL, 
CUMPLIENDO CON LO SEÑALADO POR EL YA CITADO ARTICULO 38, PARRAFO 1, INCISO l), 
DEL CODIGO DE LA MATERIA. 

6. QUE EL DOCUMENTO DENOMINADO “PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002”, QUE 
SE ADICIONA A LOS PRINCIPIOS DE DOCTRINA VIGENTES DEL PARTIDO ACCION NACIONAL, 
CONTIENE LOS APARTADOS DENOMINADOS: 1. PERSONA Y LIBERTAD; 2. POLITICA Y RES-
PONSABILIDAD SOCIAL; 3. FAMILIA; 4. CULTURA Y EDUCACION; 5. NACION Y MUNDIALIZA-
CION; 6. DESARROLLO HUMANO . SUSTENTABLE; 7. HUMANISMO ECONOMICO; 8. TRABAJO; 9. 
MEDIO AMBIENTE; 10. CIENCIA E INNOVACION TECNOLOGICA; 11. HUMANISMO BIOTECNICO; 
12. CAMPO Y CIUDAD; 13. MUNICIPIO Y SISTEMA FEDERAL; Y QUE DE LA REVISION DE LOS 
MENCIONADOS APARTADOS SE DESPRENDE QUE SE AJUSTAN A LO DISPUESTO POR LOS EX-
TREMOS DEL ARTICULO 25, INCISOS a), b), c) y d), DEL CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y 
PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, CONFORME SE DESPRENDE DEL CONTENIDO DEL ANALISIS 
DE CUMPLIMIENTO NUMERADO COMO ANEXO DOS, EL CUAL FORMA PARTE INTEGRAL DEL 
PRESENTE PROYECTO DE RESOLUCION. 

7. QUE EL SECRETARIO EJECUTIVO DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL Y LA COMISION DE 
PRERROGATIVAS, PARTIDOS POLITICOS Y RADIODIFUSION, A TRAVES DE LA DIRECCION EJE-
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CUTIVA DE PRERROGATIVAS Y PARTIDOS POLITICOS, REALIZO LA VERIFICACION DE LAS MO-
DIFICACIONES REALIZADAS A LOS PRINCIPIOS DE DOCTRINA DEL PARTIDO EN CITA, A FIN DE 
CONSTATAR QUE CUMPLEN CON LOS REQUISITOS DE PROCEDENCIA CONSTITUCIONAL Y 
LEGAL A QUE SE REFIERE EL MULTICITADO ARTICULO 38, PARRAFO 1, INCISO l), DEL CODIGO 
ELECTORAL, ES DECIR, EL CUMPLIMIENTO DEL ARTICULO 25, INCISOS a), b), c) y d), DEL CO-
DIGO INVOCADO. 

8. QUE EN RAZON DE LOS ANTERIORES CONSIDERANDOS, EL SECRETARIO EJECUTIVO Y LA 
COMISION DE PRERROGATIVAS, PARTIDOS POLITICOS Y RADIODIFUSION, CON FUNDAMENTO 
EN LOS ARTICULOS 80, PARRAFO 3 Y 89, PARRAFO 1, INCISO d), AMBOS DEL CODIGO FEDERAL 
DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES, SOMETE A LA CONSIDERACION DEL 
CONSEJO GENERAL EL PRESENTE PROYECTO DE RESOLUCION. 

EL CONSEJO GENERAL DEL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUES-
TO POR LOS ARTICULOS 24, PARRAFO 1, INCISO a), ARTICULO 25, INCISOS a), b), c) y d), Y 38, PARRAFO 
1, INCISO l) DEL CODIGO FEDERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES; Y EN EJER-
CICIO DE LAS FACULTADES QUE LE ATRIBUYEN LOS ARTICULOS 81 Y 82, PARRAFO 1, INCISOS h) Y z), 
DEL MISMO ORDENAMIENTO LEGAL, DICTA LA SIGUIENTE: 

RESOLUCION 

PRIMERO. SE DECLARA LA PROCEDENCIA CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE “LA PROYECCION DE 
PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002”, APROBADO POR LA XLV CONVENCION NACIONAL CELEBRADA EL 
DIA CATORCE DE SEPTIEMBRE DE DOS MIL DOS, PARA FORMAR PARTE INTEGRAL DE LOS PRINCIPIOS 
DE DOCTRINA DEL PARTIDO ACCION NACIONAL QUE OBRAN EN LOS ARCHIVOS DEL INSTITUTO FE-
DERAL ELECTORAL. 

SEGUNDO. TOMESE LA NOTA CORRESPONDIENTE DE LA ADICION REALIZADA A LOS PRINCIPIOS 
DE DOCTRINA DEL PARTIDO ACCION NACIONAL, ASI COMO DE LA PRESENTE RESOLUCION QUE DE-
CLARA LA PROCEDENCIA CONSTITUCIONAL Y LEGAL DE LA MISMA. ASIENTESE EN LOS REGISTROS 
QUE PARA TAL EFECTO LLEVA EL INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL. 

TERCERO. NOTIFIQUESE LA PRESENTE RESOLUCION AL COMITE EJECUTIVO NACIONAL DEL PAR-
TIDO ACCION NACIONAL PARA QUE A PARTIR DE ESTA DECLARATORIA DE PROCEDENCIA CONSTITU-
CIONAL  
Y LEGAL, DICHO PARTIDO RIJA SUS ACTIVIDADES AL TENOR DE LAS RESOLUCIONES ADOPTADAS AL RES-
PECTO. 

CUARTO. PUBLIQUESE LA PRESENTE RESOLUCION EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERA-
CION. 

LA PRESENTE RESOLUCION FUE APROBADA EN SESION ORDINARIA DEL CONSEJO GENERAL CE-
LEBRADA EL 3 DE OCTUBRE DE 2002.- EL CONSEJERO PRESIDENTE DEL CONSEJO GENERAL, JOSE WOL-
DENBERG KARAKOWSKY.- RUBRICA.- EL SECRETARIO DEL CONSEJO GENERAL, FERNANDO ZERTU-
CHE MUÑOZ.- RUBRICA. 

ANEXO UNO 

PARTIDO ACCION NACIONAL 

PRINCIPIO DE DOCTRINA 

Aprobado por la Asamblea Constituyente 
en sus sesiones del 15 y 16 de septiembre de 1939 

1 
NACION 

La Nación es una realidad viva, con tradición propia varias veces secular, con unidad que supera toda división 
en parcialidades, clases o grupos, y con un claro destino 

El interés nacional es preeminente; todos los intereses parciales derivan de él o en él concurren. No pueden 
subsistir ni perfeccionarse los valores humanos si se agota o decae la colectividad, ni ésta puede vivir si se niegan 
los valores personales. 

La vida de la Nación, el cumplimiento de su destino, la posibilidad de crear y mantener en ella condiciones es-
pirituales y físicas adecuadas para una convivencia civilizada y noble, son incompatibles con el establecimiento o la 
conservación de un estado social desordenado o injusto, como lo sería fatalmente el que parta de toda negación de 



Gaceta Electoral 60 

674

la dignidad de la persona humana o de la proclamación de una necesaria división violenta de la unidad nacional 
por la lucha de clases, castas o parcialidades. 

Cuanto vigorice la unidad nacional, acendre y fortalezca los valores tradicionales que dan forma y sentido a la 
Nación, y coordine y jerarquice justamente los intereses parciales en el interés nacional, debe tener el apoyo pleno 
de la colectividad y de sus órganos. Cuanto conspire a romper esa unidad, a deformar su carácter o a desquiciar 
esos intereses, ha de ser rechazado y combatido por todos. 

El desarrollo interno de México, su verdadera independencia y su colaboración eficaz en la comunidad interna-
cional, dependen fundamentalmente de una celosa conservación de la peculiar personalidad que nuestra Nación 
tiene como pueblo Iberoamericano, producto de unificación racial y ligado esencialmente a la gran comunidad de 
historia y de cultura que forman las Naciones Hispánicas. 

2 
PERSONA 

La Nación no está formada por individuos abstractos ni por masas indiferenciadas, sino por personas humanas 
reales, agrupadas en comunidades naturales, como la familia, el municipio, las organizaciones de trabajo o de pro-
fesión, de cultura o de convicción religiosa. 

La persona humana tiene una eminente dignidad y un destino espiritual y material que cumplir, por lo que la 
colectividad y sus órganos deben asegurarle el conjunto de libertades y de medios necesarios para cumplir digna-
mente ese destino. 

Y en la organización política nacional, es preciso que las comunidades naturales sean reconocidas, respetadas y 
en cuanto caigan dentro de la jurisdicción del Estado, ordenadas y jerarquizadas, dándoles el lugar y la participa-
ción debidos en la estructura y en el funcionamiento del mismo, a fin de que éste coincida verdaderamente con la 
realidad nacional y el Gobierno sea siempre una expresión genuina de la Nación. 

3 
ESTADO 

La opresión y la injusticia son contrarias al interés nacional y degradantes de la persona. Resultan de que el Po-
der se ejerza para fines que no le son propios o por un Gobierno que no sea expresión auténtica de la colectividad. 

Sólo pueden ser evitadas mediante el recto ejercicio de la autoridad, que no es el capricho de un hombre o de 
un grupo, sino que tiene por fin la realización del bien común, que simultáneamente implica la justicia y la seguri-
dad, la defensa del interés colectivo y el respeto y la protección de la persona. 

Las doctrinas que fincan la solución de los problemas sociales en la lucha de clases, son falsas, inhumanas y 
contrarias a las leyes más fundamentales de la vida social. Es antisocial y monstruosamente injusta la concepción 
del Estado como instrumento de lucha al servicio de una clase social cualquiera que sea, para destrucción o domi-
nación de las demás. 

Necesidad de la Nación es la justicia social, no la lucha de clases, y el Estado debe enfrentarse a todo desorden 
de la sociedad y a toda injusticia en cuanto constituyan el motivo y la causa de las luchas sociales. 

Tienen responsabilidad en el desencadenamiento de éstas, los que pretenden fomentarlas y los que aspiran a 
abolirlas sin eliminar sus causas.. 

Es también reprobable cualquier otra forma del Estado que niegue las prerrogativas esenciales de la persona y 
de las comunidades naturales y erija sus determinaciones en fuente única de derecho y en definición del bien co-
mún. 

Sólo un Estado que sea verdaderamente nacional y proceda con sincero apego a estos principios, puede tener 
la necesaria plenitud de autoridad, sin ser tiránico; ejercer ampliamente sus facultades de gestión, sin ser opresor, y 
cumplir su inexcusable deber de justicia, sin ser subversivo. 

4 
ORDEN 

La miseria y la ignorancia son fruto del desorden moral y económico que la injusticia, la anarquía y la opresión 
introducen en la sociedad. 

Sólo podrán ser evitadas, si la Nación es ordenada rectamente, y su vida se funda en el reconocimiento de los 
valores espirituales y se dirige a la realización del bien común. 

La lucha contra la ignorancia y la miseria es deber, pero no monopolio del Estado, y es también responsabili-
dad y derecho de todos los miembros de la Nación. 
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. 5 
LIBERTAD 

El Estado no tiene ni puede tener dominio sobre las conciencias, ni proscribir ni tratar de imponer convicciones 
religiosas. Siempre que ha pretendido hacerlo, quebranta la unidad y el vigor de la Nación, subvierte el orden social 
y ataca la dignidad humana. 

La libertad religiosa, de convicción, de práctica y de enseñanza, debe ser real y plenamente garantizada en 
México y debe desaparecer de las leyes y de la actividad del Estado toda medida directa o indirectamente persecu-
toria. En ello están comprometidos la unidad y el derecho nacionales. 

6 
ENSEÑANZA 

La libertad de investigación y de opinión científica o filosófica, como toda libertad de pensamiento, no puede 
ser constreñida por el Estado. La libertad de expresión no puede tener otros límites jurídicos que los impuestos por 
el interés nacional, por las normas morales y por el bien común. 

Es deber del Estado, pero nunca monopolio suyo, procurar a todos los miembros de la comunidad una igual 
oportunidad de educación, asegurar por lo menos, una enseñanza elemental para todos, y promover el mejora-
miento cultural en la Nación. En el cumplimiento de este deber el Estado no puede convertirse en agente de propa-
ganda sectaria o partidista, y la libertad de enseñanza ha de ser garantizada sin otros límites por parte del Estado, 
que la determinación de los requisitos técnicos relativos al método, a la extensión y a la comprobación del cumpli-
miento del programa educativo mínimo o concernientes al otorgamiento de grados o títulos que capaciten para 
ejercer una profesión o una función social determinada. 

La actividad universitaria sólo puede cumplir propiamente su misión si se desarrolla en un ambiente de discipli-
nada autonomía. Por la importancia que esa actividad tiene en la vida de la Patria, debe ser apoyada moral y eco-
nómicamente por toda la colectividad; pero por las circunstancias especiales de la vida universitaria en México y en 
tanto puede garantizarse la independencia económica de la Universidad respecto del Estado, éste debe proporcio-
nar los medios económicos suficientes para que la actividad universitaria se desenvuelva normalmente. 

7 
TRABAJO 

Desde el punto de vista nacional, como desde el punto de vista de la persona, es necesario proclamar la santi-
dad del derecho y de la obligación del trabajo. El Estado y la comunidad entera deben garantizar el libre ejercicio 
de ese derecho, y hacer fecundo el cumplimiento de esa obligación. 

La consideración del trabajo humano como mercancía, como simple elemento material en la producción, es 
atentatoria contra la dignidad de la persona, y contra el interés de la Nación. Lo es en mayor grado aún, la explota-
ción del trabajador como hombre para fines políticos, a pretexto de disciplina y cohesión de las organizaciones de 
trabajo. 

Todo trabajo socialmente útil, debe tener la retribución justa que permita al trabajador vivir y formar decorosa-
mente una familia, y obtener el más amplio mejoramiento real posible. 

Toda persona apta para el trabajo, ha de tener la certeza de una oportunidad constante de trabajar. Quienes 
hayan cumplido su deber de trabajo y tengan mermada o agotada por cualquier causa su capacidad de trabajar, 
deben seguir contando con los recursos necesarios para vivir dignamente y no dejar en desamparo a los suyos. 

El Estado tiene el deber de urgir las actividades y de crear o fomentar las instituciones necesarias para garantizar 
el cumplimiento de esos principios y para evitar con gestión oportuna o resolver con justicia eficaz, los conflictos por 
razón de trabajo. 

8 
INICIATIVA 

La iniciativa privada es la más viva fuente de mejoramiento social. El Estado debe promover su mejor y más 
ordenado desenvolvimiento y garantizarlo. 

En donde la iniciativa privada sea imposible o insuficiente, el Estado ha de urgir la organización de actividades 
sociales, sin matar, estorbar ni desplazar esa iniciativa, pues en estos casos, la acción administrativa oficial resulta 
agotante y destructora. 

El Estado tiene el deber de velar porque los frutos de la iniciativa privada tengan carácter social, y de hacer que 
esa iniciativa concurra siempre en el interés nacional, y esté constantemente subordinada al bien común. 

9 
PROPIEDAD 

La propiedad privada es el medio más adecuado para asegurar la producción nacional y constituye el apoyo y 
la garantía de la dignidad de la persona, y de la existencia de la comunidad humana fundamental, que es la familia. 
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Debe promoverse, por tanto, la formación del mayor número posible de patrimonios familiares suficientes. 

La garantía de la propiedad no tiene en general, ni en especial en cuanto a la capacidad de los sujetos indivi-
duales o colectivos de este derecho, otros límites que el interés público apreciado conforme a los principios del bien 
común, y el cumplimiento de los deberes positivos de buen uso, y de cooperación social que los mismos principios 
imponen. 

10 
CAMPO 

El más grave, quizá, de los problemas nacionales, es el del campo, y no será resuelto, antes se verá constante-
mente agravado, por los métodos insinceros y de mero interés político que hasta ahora se han empleado a su res-
pecto. 

Es un problema primordial de nuestra economía; pero es, sobre todo, un problema de elevación humana. 

Reclama el establecimiento y la afirmación de relaciones de justicia y armonía entre todos los que cultivan la tie-
rra. 

Requiere el inventario y el aprovechamiento de las riquezas y de las posibilidades del campo en cada región de 
México, la incorporación a la riqueza nacional de las grandes zonas fértiles hoy sustraídas a la producción, la con-
servación adecuada de las tierras y de los recursos forestales, la ejecución de las obras de captación y de alumbra-
miento de aguas en los múltiples pequeños sistemas que pueden desarrollarse desde luego, antes y con mayor pro-
vecho que los grandes y costosos proyectos de irrigación. 

Exige que se oriente y facilite la adecuada migración interior de la población rural; que cada familia campesina, 
inclusive la del ejidatario, tenga posibilidad de obtener, en plena propiedad, la tierra que sea capaz de hacer produ-
cir eficazmente, y que el aprovechamiento adecuado sea función normal de la propiedad; que cada núcleo de po-
blación rural tenga asegurados el fondo legal para su establecimiento y desarrollo, y los terrenos de uso común para 
montes y pastales; que satisfechas esas necesidades primarias, la propiedad rural se organice de modo firme y ga-
rantizado, con los límites de extensión que en cada caso marquen las condiciones locales de actividad y el imperati-
vo de asegurar y de acrecentar la producción nacional. 

Demanda el establecimiento de cuadros legales de libre y fácil organización para los agricultores, a fin de hacer-
les posible el uso del crédito, la adquisición y el empleo de aperos y maquinaria, la ejecución de mejoras perma-
nentes, la refacción normal y el avío, el acceso ordenado a los mercados y la liberación del usurero y del interme-
diario comprador a término o burócrata opresor. 

Exige una organización tutelar, generosa, responsable, para dar orientación y eficacia en el trabajo a quienes no 
han trabajado libremente, hasta capacitarlos como productores autónomos. 

Deben adoptarse las medidas necesarias para proporcionar preparación especial y elementos técnicos y mate-
riales a los campesinos mexicanos que siempre han carecido de ellos; para procurar a los agricultores un precio jus-
to por los productos de su esfuerzo y hacerles posible una vida en condiciones humanas; para consolidar, incre-
mentar y mejorar nuestra producción agrícola; para que la población rural deje de ser víctima de la explotación 
económica y política y pueda ejercitar con posibilidades materiales y con valores morales positivos, la actividad que 
le corresponde en la formación y en el desarrollo de nuestra Patria. 

11 
ECONOMIA 

El Estado tiene autoridad, no propiedad, en la economía nacional. 

Ha de urgir todas las actividades adecuadas para la firmeza y la prosperidad de esa economía; ha de ordenar 
esas actividades para que concurran a hacer estable y fecunda la vida económica; ha de corregir las injusticias que 
en la aplicación de la renta nacional existan, y debe evitar o reprimir los actos negativos o destructores que com-
prometan o debiliten el porvenir o la estructura económica de la Nación. 

Está obligado a crear y a manejar honradamente los medios y las instituciones públicas indispensables para dar 
agilidad, eficacia y orientación a la economía; a procurar el mejor y más amplio aprovechamiento de los recursos 
naturales del país y la concurrencia de toda labor económica al cumplimiento de los fines de la Nación. 

Debe especialmente velar por evitar la consideración del hombre como instrumento de la economía, y garanti-
zar, al contrario, que la estructura y el resultado de las actividades económicas queden siempre subordinadas y al 
servicio de los valores humanos que son superiores. 
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12 
MUNICIPIO 

La base de la estructuración política nacional ha de ser el Gobierno de la Ciudad, del Municipio. Histórica y 
técnicamente la comunidad municipal es fuente y apoyo de libertad política, de eficacia en el gobierno y de limpie-
za de la vida pública. 

El gobierno municipal ha de ser autónomo, responsable, permanentemente sujeto a la voluntad de los gober-
nados y a su vigilancia, y celosamente apartado de toda función o actividad que no sea la del municipio mismo. 

Sólo en estas condiciones puede cumplir la administración del municipio sus fines propios y realizar con pleni-
tud su sentido histórico. Sólo así pueden evitarse el vergonzoso desamparo y la ruina de nuestras poblaciones, el 
abandono de nuestra vida local en manos de caciques irresponsables, la falta completa o la . prestación inadecuada 
y miserable de los servicios públicos más urgentes, y sobre todo, la degradación de la vida política nacional. 

13 
DERECHO 

La realización de la justicia es atribución primaria del Estado. La honesta, objetiva y fecunda actuación de este 
valor es la mejor garantía que puede otorgarse a los derechos fundamentales de la persona humana y de las comu-
nidades naturales. Es, además, condición necesaria de la armonía social y del bien común. 

Es importante la aplicación justa de la ley por los Tribunales; pero un verdadero Estado de Derecho exige ade-
más, la elaboración de normas auténticamente jurídicas y un esfuerzo concurrente de la totalidad de los órganos del 
Estado, presidido por la justicia e inspirado en ella. 

El anhelo de una recta, ordenada y generosa Administración de Justicia, y la necesidad de que los encargados 
de la magistratura llenen las cualidades irreemplazables de elevada actitud de conciencia, ilustrado criterio, limpieza 
de juicio y honradez ejemplar, no por constituir un problema cotidiano, dejan de tener una significación que toca a 
la esencia misma de la función del Estado. 

El Poder especialmente encargado de hacer justicia, debe corresponder a la dignidad trascendental de su mi-
sión, con acendrada responsabilidad, firme independencia y enérgica actitud, como guardián celoso y activo agente 
de la protección del Derecho, no sólo contra las transgresiones de los particulares sino principalmente contra toda 
desviación o abuso del Poder. 

14 
POLITICA 

La creación y administración de un orden dinámico que jerarquice justamente las diversas funciones y los dis-
tintos intereses que existen dentro de la vida social, no es patrimonio de un hombre o de un grupo social determi-
nado. A la creación y administración de ese orden, deben concurrir la inteligencia y la voluntad de las personas que 
conviven dentro del Estado. Cumplir este deber político es necesidad imperiosa y urgente, cuya omisión acarrea el 
envilecimiento de la vida social. 

La formación de Partidos que organicen el cumplimiento del deber político, y sean permanentes en su activi-
dad, como permanente es su fin, es necesidad evidente dentro de la realidad histórica de México. 

ACCION NACIONAL, al proyectar sobre la realidad presente y la convivencia futura, los Principios de Doctrina 
aprobados por su Asamblea Constitutiva, ofrece al pueblo de México una orientación libre, justa y verdadera, capaz 
de encauzar la acción política permanente en beneficio de todos los mexicanos. 

El siguiente documento que se refiere a tal proyección, se aprobó por unanimidad en la XVIII Convención Na-
cional del PAN, en la ciudad de México, Distrito Federal, el 16 de mayo de 1965. 
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PARTIDO ACCION NACIONAL 

Proyección 
de los Principios 

de Doctrina 

Aprobados por la 
XVIII CONVENCION NACIONAL 

Mayo de 1965 

A través de su intervención en la vida pública de México, ACCION NACIONAL ha comprobado la validez de sus 
Principios de Doctrina, los cuales, mediante una difusión y aplicación constantes, han tenido innegable influencia 
en la evolución política de nuestro país, donde ya se ha iniciado el establecimiento de un régimen de partidos, y 
donde, por la formación y el robustecimiento de la opinión pública, los ciudadanos se interesan cada día más en las 
cuestiones políticas. 

Por ello, a veinticinco años de su fundación, ACCION NACIONAL -único partido político que en la Historia de 
México ha vivido y progresado con independencia frente al poder público- reitera su adhesión a los Principios de 
Doctrina aprobados en la Asamblea Constitutiva de 15 y 16 de septiembre de 1939, que han servido de fundamen-
to y motor para sus tesis y actividades. 

Las exigencias impuestas desde entonces por la evolución natural de la Nación y del mundo, el crecimiento del 
Partido y su mayor penetración en la conciencia del pueblo mexicano, han hecho que ACCION NACIONAL considere 
conveniente presentar a sus miembros y simpatizadores, y a la opinión pública del país, las proyecciones actuales 
que sus Principios de Doctrina arrojan sobre la situación política nacional e internacional. 

Siempre es oportuno para un partido político con actividad permanente, indicar, como se afirmó en nuestra II 
Convención Nacional, “el rumbo que a las exigencias ciudadanas señala la concepción doctrinal correcta del Esta-
do, del ser humano, de la autoridad, de la libertad, de la justicia y del bien común”. 

Con este documento, ACCION NACIONAL demuestra cómo en México es posible para una organización política, 
guardar fidelidad a principios fundamentales, sin perjuicio de aplicarlos eficazmente a situaciones históricas cam-
biantes, mediante la concepción dinámica de los mismos. 

1 
PERSONA 

El ser humano es persona, con cuerpo material y alma espiritual, con inteligencia y voluntad libre, con respon-
sabilidad sobre sus propias acciones, y con derechos universales, inviolables e inalienables, a los que . correspon-
den obligaciones inherentes a la naturaleza humana individual y social. 

Por su dignidad, los hombres -iguales por naturaleza- no deben ser reducidos a la categoría de mero instrumen-
to de personas, grupos o instituciones privadas o públicas, con menoscabo de su propio destino temporal y eterno. 

Toda persona tiene derecho y obligación de ejercitar responsablemente su libertad para crear, gestionar y apro-
vechar las condiciones políticas, sociales y económicas, para una mejor convivencia humana. 

La convivencia justa, libre y ordenada, es medio necesario para el perfeccionamiento de la persona. Es por tan-
to obligación ineludible de todos, respetar la dignidad y la libertad de los demás y cooperar no sólo a la conserva-
ción, sino también al desenvolvimiento de un orden social justo que armonice los aspectos individuales y sociales 
de la vida humana. 

2 
POLITICA 

ACCION NACIONAL concibe la política -actividad humana indispensable y superior- no como oportunidad de do-
minio sobre los demás sino como capacidad y obligación de servir al hombre y a la comunidad. 
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Corresponde a la actividad política el establecimiento de un orden dinámico que permita, en las circunstancias 
históricas concretas, la conservación y el incremento del bien común entendido no sólo como oportunidad perso-
nal, justa y real de acceso a los bienes humanos, sino también como el conjunto de valores morales, culturales y 
materiales, que han de conseguirse mediante la ayuda recíproca de los hombres, y que constituyen instrumentos 
necesarios para el perfeccionamiento personal de todos y cada uno de ellos en la convivencia. 

3 
ESTADO 

El Estado, como sociedad política, requiere de un Gobierno que sea expresión auténtica de la colectividad. Re-
quiere también del recto ejercicio de la autoridad, que no es el mero dominio de un hombre o de un grupo, sino 
que tiene por fin la realización del bien común que simultáneamente implica la justicia y la seguridad, y la defensa, 
respeto y protección de la persona y del bien colectivo. Por tanto, el Estado no debe desconocer los derechos esen-
ciales de la persona y de las comunidades intermedias, ni erigir las decisiones del Poder en única fuente de derecho 
o en definición arbitraria del bien común. 

Son falsas, inhumanas y contrarias a las leyes fundamentales de la vida política social, las doctrinas que conci-
ben al Estado como instrumento de lucha al servicio de una clase social, cualquiera que sea, para destrucción o 
dominación de las demás, y que fincan la solución de los problemas sociales en la lucha de clases. 

En la realidad política mexicana, la práctica real del federalismo, independientemente de las críticas que sobre 
su vigencia histórica pudieran formularse, resulta camino adecuado para la aplicación del mayor número de esfuer-
zos, a fin de lograr un desarrollo intensivo y armónico del país. México debe ajustar su vida a los principios federa-
les vigentes en la Constitución y superar el centralismo político y económico en que vive, que mengua la autonomía 
de los estados, les impone autoridades, les dosifica ingresos y niega, con todo ello, los supuestos mismos de la Fe-
deración. 

Es indispensable el respeto a la división e integración legítima de los poderes, y el cumplimiento eficaz de las 
funciones que a cada uno de ellos competen, para que de las justas relaciones entre los mismos, resulte el necesario 
equilibrio en el ejercicio de la autoridad, dentro de un régimen de derecho. 

De la eficacia de un Estado de Derecho en la vida de México, es particularmente responsable la Justicia Fede-
ral, cuyas funciones de Poder se ejercitan principalmente a través del control de la constitucionalidad de los actos 
de los demás poderes, que la Constitución Federal ha puesto en sus manos. 

La justicia debe impartirse en todos sus ramos, con dignidad, eficiencia y libertad, con posibilidades reales de 
ejercicio de las garantías constitucionales en todos sus niveles, especialmente en el de la justicia de barandilla o de 
paz -que generalmente se administra al margen de las mismas- y que es con la que diariamente tienen contacto los 
grupos más desvalidos de la comunidad. 

El Congreso debe asumir plena y responsablemente su categoría de Poder, con el ejercicio eficaz de las faculta-
des exclusivas o concurrentes que a la Cámara de Diputados y al Senado atribuye la Constitución, no sólo para le-
gislar, sino para contribuir a la correcta orientación política de la Administración, y ejercer el control de ésta por las 
vías del presupuesto, de la verdadera rendición de cuentas y de la exigencia de responsabilidades por el manejo de 
los recursos públicos. El Senado debe ejercer responsablemente las facultades que la Constitución le confiere, espe-
cialmente respecto de la política internacional, sin abdicar en el Ejecutivo su deber de orientarla. 

La supremacía que de hecho ejerce en México el ejecutivo federal sobre los demás poderes federales y estata-
les, resta a todos dignidad y eficacia y rompe el fundamento de la organización democrática federal. El cumplimien-
to de un programa de gobierno para bien de la colectividad no debe fincarse en el predominio . que se mantiene en 
favor del Presidente de la República, sino en el recto ejercicio de las funciones de cada uno de los Poderes, con el 
mutuo respeto que tienen obligación de guardarse. 

4 
ORDEN INTERNACIONAL 

La Nación Mexicana es una realidad viva, con tradición propia varias veces secular, y con elementos internos 
de unidad capaces de superar toda división en parcialidades, clases o grupos. 

Las peculiaridades propias del pueblo mexicano le permiten mantener una convivencia justa y pacífica con to-
dos los miembros de la comunidad internacional, sobre bases de igualdad jurídica y respeto común. 

Sin desconocer las afinidades y elementos específicos que unen a diversas comunidades políticas y nacionales 
entre sí, la solidaridad humana y la interdependencia a que han llegado todos los pueblos de la Tierra, subrayan la 
importancia y necesidad de un orden internacional justo y eficaz, que supere los nacionalismos herméticos y las ac-
titudes de hostilidad o indiferencia entre las comunidades políticas. 

No es posible el orden internacional sin la normalidad política interna de los estados, que se estructura sobre la 
vigencia real de los derechos humanos y de la justicia social. La normalidad política interna exige que la actividad y 
las instituciones políticas estén organizadas para la realización del bien común y que la legitimidad de la autoridad 
se funde en la representación del pueblo expresada mediante el voto libre y respetado. 
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Esta relación esencial entre la normalidad política interna y un orden internacional eficaz, hace necesario pro-
clamar normas y organizar instituciones que aseguren la vigencia universal de los derechos humanos  
y políticos y sancionen su violación. 

Una concepción aislacionista de la soberanía que no tome en cuenta la convivencia universal ni los valores a 
cuya realización obliga la solidaridad humana, atribuye carácter necesario y definitivo a tendencias históricas mu-
dables, se funda en el concepto equívoco de la suficiencia de los estados nacionales, ignora a las minorías étnicas, y 
desconoce la necesidad y obligatoriedad de un orden internacional justo y eficaz, cuya vigencia resulta inaplazable 
especialmente para la gran mayoría de los países que afrontan los problemas del desarrollo. 

La legítima afirmación y defensa del carácter y de las peculiaridades nacionales y el ejercicio legítimo de la so-
beranía, no implican para los miembros de la comunidad internacional, la exención del deber de cooperar al bien 
de la misma, mediante la formación de organizaciones supranacionales en diversos niveles y con distintas funcio-
nes. 

Al concepto anacrónico de la soberanía que ignora que la sola convivencia entre los pueblos engendra obliga-
ciones para todos ellos, corresponden conceptos desviados de la autodeterminación y de la no intervención. Nin-
gún gobierno, ningún estado o grupo de estados, pueden invocar la autodeterminación para exportar subversiones, 
para justificar la violación de derechos humanos en contra de sus propios pueblos o para cometer injusticias, me-
diante el abuso de su prepotencia militar o económica, en contra de otro estado o de la Humanidad entera. No 
pueden condenarse las justas actuaciones de autoridades internacionales, imparciales, no unilaterales, competentes 
y previamente establecidas, en defensa de los derechos humanos, cuando las exijan el bien común de un pueblo o 
de toda la Humanidad. 

Cada país tiene libertad para mantener relaciones políticas y comerciales con todos los miembros de la comuni-
dad internacional, en condiciones de justicia y equidad, y de respeto para su propio pueblo, para los demás pue-
blos de la Tierra y para el orden internacional. 

La ayuda internacional para la elevación humana y el desarrollo económico, debe basarse en  
la promoción y estímulo de las energías de cada país, con la adecuación de la política de desarrollo a las caracterís-
ticas propias de cada comunidad, con respeto a la moral y con garantía de los derechos humanos en un orden de 
libertad y justicia. 

La paz internacional no es coexistencia precaria de fuerzas hostiles que por razones políticas o militares aplazan 
la realización de sus designios destructores, sino convivencia en la libertad, en la justicia, en la verdad y en la co-
operación para bien de todas las naciones. 

La política exterior de México debe servir a la causa de la democracia auténtica y de la paz verdadera, rechazar 
cualquier falso pacifismo y cualquier simulación de democracia, y ayudar a la organización y fortalecimiento de ins-
tituciones que hagan posible la paz y la justicia internacionales, y que conduzcan al desarme y a la prohibición efi-
cazmente controlada de las armas nucleares, con la necesaria y consiguiente aplicación pacífica, para bien de la 
Humanidad, de los enormes recursos que hoy se destinan a fines bélicos. 

5 
DEMOCRACIA 

La democracia requiere la participación eficaz de las personas en las actividades colectivas que condicionan su 
propio destino personal. Porque la democracia como sistema de vida y de gobierno se funda en la igualdad esen-
cial de todos los seres humanos, es la forma superior de legitimación del poder político y el sistema óptimo para 
respetar la dignidad humana, que en lo material debe sostenerse en la suficiencia económica de todos, y en lo espi-
ritual en la posibilidad real de acceso a los valores de la cultura y en el respeto a la libertad del hombre para res-
ponder ante su conciencia y ante Dios, del propio destino y del de sus semejantes. 

En función de la dignidad y de la libertad, todo régimen democrático debe respetar, promover y garantizar, no 
sólo el reconocimiento teórico, sino el ejercicio real de los derechos fundamentales de la persona humana, esto es, 
de aquellos de que son titulares todos los miembros de la comunidad política, sin distinción alguna, por el solo 
hecho de ser hombres: derecho a la vida, a las libertades espirituales, a la justicia, a la educación y a la cultura, al 
trabajo y al descanso, a la propiedad, a la seguridad social, a la salud y al bienestar. 

El Estado no tiene ni puede tener dominio sobre las conciencias, ni proscribir ni tratar de imponer convicciones 
religiosas. El Estado debe garantizar la libertad religiosa, para que todas las personas puedan manifestar sus convic-
ciones, individualmente y en común, en público y en privado, por la enseñanza, la predicación, el culto y el cum-
plimiento de los ritos. 

En función de la solidaridad responsable del hombre en el destino de sus semejantes, toda persona tiene dere-
cho y obligación de intervenir en los asuntos públicos de la comunidad política de que forma parte. Por eso, todo 
régimen democrático debe respetar, promover y garantizar mediante procedimientos electorales imparciales y obje-
tivos, la expresión y representación de las minorías, los derechos del ciudadano para intervenir en el proceso de in-
tegración del gobierno al que vive sujeto y a formar parte del propio gobierno, y debe asegurar a los ciudadanos la 
libertad de información y su libertad de criticar a quienes ejercen el poder. 
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6 
PARTIDOS POLITICOS 

El pluralismo político, es decir, la diversidad de convicciones, tendencias e intereses políticos, impone la necesi-
dad de la discusión y del diálogo entre los diversos grupos políticos, y entre ellos y el Gobierno. La discusión y el 
diálogo que se basan en la sinceridad y en la verdad, son condiciones para conciliar la diversidad en la unidad, 
mediante el recto ejercicio del poder. 

El ejercicio adecuado de los derechos políticos y la unidad que requiere la buena marcha de un régimen demo-
crático, debe conciliarse con la pluralidad de los grupos políticos existentes en una sociedad; la expresión de la di-
versidad de estos grupos debe realizarse en las democracias, mediante la formación y la actuación permanente de 
los partidos políticos. 

Los partidos políticos representan las tendencias, convicciones y programas de los diversos grupos existentes en 
la comunidad y los esfuerzos organizados de los mismos para alcanzar o conservar el poder, lo cual presupone la 
existencia de posibilidades objetivas -legales y prácticas- debidamente garantizadas, de cumplir tales fines. 

Son antidemocráticos los sistemas de partido único o de partido oficial sostenidos política y económicamente 
por el Gobierno, porque tales partidos son instrumentos de un poder totalitario o autocrático y artificios que inten-
tan nulificar o impedir que se manifieste la diversidad de corrientes de opinión que necesariamente existen en toda 
sociedad. 

En una democracia, ni en la teoría, ni en la práctica, deben identificarse el Estado o el Gobierno, con un partido 
político. Por eso resulta inadmisible la existencia de un partido oficial, que mediante privilegios y con características 
inequívocas de dependencia administrativa, se mantiene en México para asegurar la continuidad de un grupo en el 
poder, con los pretextos de la estabilidad política, de la impreparación y subdesarrollo político del pueblo y de la 
necesidad de una eficacia gubernativa de la que el régimen pretende tener el monopolio. 

Tampoco puede el gobierno limitar a un mínimo -en el plano federal de la Cámara de Diputados– sus propósi-
tos de respeto a la concurrencia democrática de los partidos políticos, sino que debe respetarla en todos los niveles -
federal, estatal y municipal- de tal manera que un trato político y electoral honrado, sin privilegios para determina-
dos partidos o personas, sea una realidad cabal en México. 

A la creación de un orden justo y dinámico de gobierno para México, con responsabilidades para gobernantes y 
gobernados, deben concurrir la inteligencia y la voluntad de todas las personas que conviven dentro del Estado. 
Para cumplir este deber, ACCION NACIONAL se organizó como partido político permanente, no con la finalidad única 
de quebrantar el monopolio del poder, sino para poner a disposición del pueblo mexicano un instrumento idóneo 
para presentar, dentro del proceso democrático, programas de gobierno y personas capaces de cumplirlos, distintos 
de los que autocráticamente impone el grupo en el poder. 

7 
FAMILIA 

La familia, comunidad de padres e hijos y unidad social natural básica, tiene influjo determinante en la socie-
dad entera. 

La familia tiene como fines naturales la continuación responsable de la especie humana; comunicar y desarro-
llar los valores morales e intelectuales necesarios para la formación y perfeccionamiento de la . persona y de la so-
ciedad, y proporcionar a sus miembros los bienes materiales y espirituales requeridos para una vida humana orde-
nada y suficiente. Por el rango de estos bienes y fines, corresponde a la familia la preeminencia natural sobre las 
demás formas sociales, incluso el Estado. Este tiene la función esencial de hacer posible y facilitar el cumplimiento 
de la misión propia de las familias que forman la comunidad política, que no puede realizarse plenamente sino de-
ntro de un orden social, económico y político justo. Por tanto, la familia debe cooperar con el Estado y las organi-
zaciones intermedias al establecimiento del orden en la sociedad, y cumplir la tarea fundamental de orientar y edu-
car social y políticamente a sus miembros. 

Es objetivo indispensable de la reforma social luchar por la suficiencia económica de la familia. Deben apoyarse 
las medidas políticas, económicas y sociales, justas y necesarias, para satisfacer esta exigencia mediante el trabajo. 
Cuando esto no sea posible, debe asegurarse el ingreso familiar suficiente, por razones de justicia y equidad, me-
diante transferencias sociales en favor de quienes se encuentren en condiciones objetivas de inferioridad, para 
hacer valer sus derechos y conseguir sus intereses legítimos. 

Una política social justa no debe pretender la substitución de la familia por el Estado. Este debe crear condicio-
nes educativas, económicas, laborales, habitacionales y de seguridad social, que estimulen la responsabilidad y 
energía de las familias. En sus relaciones con la familia, como en todos los campos de actividad estatal, el Gobierno 
igualmente está obligado a respetar el principio de subsidiariedad y a garantizar, en las leyes y en la práctica, la li-
bertad de conciencia de los miembros de la familia y el derecho preferente de los padres para determinar el tipo de 
educación que deben recibir sus hijos. 
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8 
MUNICIPIO 

El Municipio es la forma primera de la sociedad civil, con autoridades propias y funciones específicas, cuya mi-
sión consiste en proteger y fomentar los valores de la convivencia local y prestar a la comunidad los servicios bási-
cos que la capacidad de las familias no alcanza a proporcionar. 

El Municipio, base de la organización política nacional, debe ser comunidad de vida y no simple circunscripción 
política, fuente y apoyo de libertad, de eficacia en el gobierno y de limpieza en la vida pública. 

El gobierno municipal debe tener autonomía política y recursos económicos propios, suficientes para cumplir 
sus fines. Por tanto, debe integrarse democráticamente y quedar sujeto de manera permanente a la vigilancia de los 
gobernados, sin interferencias de la Federación o de los Estados, que priven de recursos económicos a los munici-
pios, violen su autonomía, mutilen sus funciones y fomenten la supervivencia del caciquismo. 

Es contrario a la naturaleza del municipio, atribuirle funciones o responsabilidades regionales o nacionales y uti-
lizarlo como apéndice administrativo o como instrumento de control político por parte del Gobierno Federal o de 
los Estados. 

Para conciliar la autonomía del municipio con su integración en el sistema político nacional, se requiere el reco-
nocimiento constitucional de las funciones municipales básicas, y la atribución de los recursos suficientes para cum-
plirlas. 

Los ayuntamientos deben tener posibilidad constitucional de recurrir las leyes o actos de otras autoridades que 
lesionen la autonomía del municipio o le nieguen los medios necesarios para cumplir sus funciones. 

9 
EDUCACION 

La libertad de investigación y de opinión científica o filosófica, como toda libertad de pensamiento, no puede 
ser constreñida por el Estado. La libertad de expresión no puede tener otros límites jurídicos que los impuestos por 
las normas morales y por el bien común. 

La educación del pueblo mexicano es tarea de todos los miembros de la nación. Es deber del Estado, pero 
nunca puede ser monopolio suyo, democratizar la educación, esto es, procurar a todos los miembros de la colecti-
vidad una igual oportunidad de educación, asegurarles por lo menos una educación básica, promover su elevación 
cultural y facilitarles su capacitación técnica de acuerdo con las necesidades del desarrollo. En el cumplimiento de 
este deber, el Estado no puede convertirse en agente de propaganda sectaria o partidista. La libertad de enseñanza 
ha de ser garantizada sin otros límites, por parte del Estado, que la determinación de los requisitos técnicos relativos 
al método, a la extensión y comprobación del cumplimiento del programa educativo mínimo, o concernientes al 
otorgamiento de grados o títulos que autoricen para ejercer una profesión o una función social determinada. 

Contrarían estos principios la imposición por el Estado de textos únicos en cualquier grado de enseñanza, y el 
desconocimiento o limitación del derecho preferente de los padres para escoger, conforme a sus convicciones, el ti-
po de educación que habrá de darse a sus hijos. 

La actividad universitaria sólo puede cumplir propiamente su misión de conservar, acrecentar y difundir la cul-
tura, si se desarrolla en un régimen de honradez intelectual, de disciplinada autonomía y de libertad de cátedra. Por 
la importancia que la Universidad tiene en la vida de la Patria, sus actividades deben ser apoyadas moral y econó-
micamente por toda la colectividad y asegurar la libertad de investigación, de convicción y de opinión a sus miem-
bros. 

El Estado debe proporcionar los medios económicos suficientes para que la universidad y los institutos de cultu-
ra superior cumplan sus fines, sin que por ello tenga derecho a limitar la autonomía universitaria, la libertad de cá-
tedra y las consecuentes facultades para la libre organización interna de las instituciones. 

El Estado y la colectividad deben gestionar la constitución de patrimonios propios para las universidades e insti-
tuciones de cultura superior, con el fin de garantizar su autonomía jurídica y económica, y de que desempeñen efi-
cazmente la misión que deben cumplir. 

La enseñanza técnica, cualesquiera que sean su grado y sus fines, debe intensificarse de acuerdo con las cre-
cientes necesidades que impone el desarrollo de la Nación, procurando la formación integral de los técnicos a fin de 
evitar la deformación cultural de la preparación especializada. 

El presupuesto que el Estado destine a la enseñanza en todos sus grados, debe ser objeto de una justa y racio-
nal distribución, atendiendo a las necesidades regionales y a las de los diversos sectores de la población. Tanto en 
el caso de la enseñanza técnica, como en el de la enseñanza universitaria, debe promoverse el establecimiento y 
fortalecimiento de los institutos y universidades de provincia. 
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10 
TRABAJO 

EL derecho al trabajo es prerrogativa común de todos los hombres porque, en última instancia, se funda en el 
derecho a la vida y a la libertad. De ahí que el derecho al trabajo no pueda quedar sujeto ni por el sindicato, ni por 
el patrón, ni por el gobierno a la imposición de criterios ideológicos o políticos. 

El trabajo, actividad inmediata de la persona, tiene preeminencia como principio ordenador de la economía so-
cial, sobre los bienes materiales e instrumentales que son objeto de propiedad. Considerar el trabajo humano como 
mercancía o como simple elemento de la producción, atenta contra la dignidad del trabajador contra el orden de la 
comunidad. 

Toda persona apta para el trabajo debe tener oportunidad constante de realizarlo. Con paridad de derechos y 
obligaciones con el hombre, la mujer tiene derecho a condiciones de trabajo conformes con las exigencias de su 
sexo y con sus deberes de esposa y de madre. Todo trabajo socialmente útil debe tener la retribución justa que 
permita al trabajador vivir y mantener decorosamente una familia, con posibilidades reales de mejoramiento. 

Es obligación de la comunidad -Estado y particulares- promover la creación de fuentes de trabajo para hacer 
posible en la realidad el ejercicio del derecho y el cumplimiento de la obligación de trabajar. Es derecho del traba-
jador la estabilidad en su trabajo, mientras lo desempeñe con lealtad y eficacia. Quienes hayan cumplido su deber 
de trabajo y tengan mermada o agotada por cualquier causa su capacidad de trabajar, deben seguir contando con 
los recursos necesarios para vivir dignamente y no dejar en desamparo a los suyos. El Estado tiene el deber de urgir 
las actividades y de crear o fomentar las instituciones necesarias para garantizar el cumplimiento de estos principios 
y para evitar con gestión oportuna, o para resolver con justicia eficaz, los conflictos por razón de trabajo. 

Debe promoverse la creciente integración en el funcionamiento, en la propiedad, en las ganancias y en las deci-
siones de la empresa, de todos los que en ella colaboran con inteligencia, mano de obra o capital, con el fin de lle-
gar a tipos de empresa organizados de tal manera que todos participen equitativamente de sus beneficios, al mismo 
tiempo que procuran transformarla en una auténtica comunidad de vida y de trabajo y en un servicio eficiente para 
responder a las necesidades de la colectividad. 

El Estado debe respetar la libertad de los campesinos, trabajadores, profesionistas y empresarios, para organi-
zarse en defensa de sus intereses. Las organizaciones que los mismos formen, deben funcionar con verdadera de-
mocracia interna sin que el Estado intervenga directa o indirectamente en la designación de sus dirigentes; asegurar 
la representación auténtica de los agremiados mediante elecciones directas y secretas, sin aceptar presiones políticas 
o económicas; establecer un sistema objetivo y eficaz para exigir responsabilidades a sus dirigentes y proscribir 
cualquier tipo de sanciones por razones políticas o ideológicas. 

Los sindicatos y en general todas las organizaciones formadas por razón de ocupación o de trabajo, tienen de-
recho de actuar en la vida pública para gestionar, frente al Estado y a la opinión, las medidas generales o particula-
res que reclamen el bien común o el interés profesional de sus agremiados y de recomendar las opciones electorales 
que consideren más convenientes para los mismos; pero deben abstenerse de actuar directamente en cuestiones 
políticas, principalmente en las electorales, y respetar la libertad y los derechos políticos de sus miembros. 

Es antidemocrática y desvirtúa la naturaleza del sindicato, la utilización del movimiento sindical y de los recur-
sos y sanciones sindicales, para imponer la afiliación individual o colectiva de los trabajadores a un partido político. 

Las organizaciones agrarias formadas en razón del trabajo del campo, sean ejidales, de pequeños propietarios o 
comunidades de cualquier tipo deben también funcionar democráticamente y ser respetadas . en su libertad de de-
cisión, sin que el Estado les imponga dirigentes y sin que puedan ser utilizadas como instrumento para presionar a 
la población rural, y lograr su afiliación a partidos políticos, a cambio de promesas de tierras o de ayudas de cual-
quier clase. 

Deben conservarse y promoverse económica y técnicamente, la empresa artesana y la empresa agrícola de di-
mensiones familiares, y dotarlas de un régimen jurídico para el cumplimiento de sus fines. 

11 
ECONOMIA 

Como actividad cultural de sustentación humana, la economía debe armonizar dinámicamente las necesidades 
de la persona, con la producción, distribución y consumo de los bienes y servicios que las satisfacen, y así crear o 
mantener para el hombre, una base material estable y suficiente para la realización de la libertad en el ejercicio de 
los derechos y el cumplimiento de las obligaciones. 

Aun cuando la actividad económica tiene por objeto bienes materiales, por ser una actividad al servicio del 
hombre, debe estar sometida a la ley moral y a los fines y valores permanentes de la vida humana. 

No cumple los fines de la economía el simple aumento cuantitativo o cualitativo de las cosas, a expensas de la 
justicia en la distribución del producto de la cooperación social, o de las libertades y derechos de las personas y de 
las comunidades. 
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Para la existencia de un orden económico justo es condición necesaria, pero no suficiente, la libertad de compe-
tencia en la actividad de los particulares, limitada de acuerdo con el bien común. La justicia en las relaciones eco-
nómicas no puede ser resultado ni de pretendidos procesos automáticos, que en la vida real pueden resultar facto-
res de injusticia y cómplices de la prepotencia económica, ni del control totalitario de la economía por parte del 
gobierno. La justicia en el orden económico, exige la recta actuación de los particulares, de las organizaciones ocu-
pacionales, del Estado y de la comunidad internacional. 

En cumplimiento de su misión subsidiaria y supletoria, el Estado debe fomentar el aprovechamiento racional de 
los recursos naturales, estimular y coordinar todas las actividades adecuadas para la estabilidad y prosperidad de la 
economía; corregir las injusticias que existan en la aplicación y distribución del ingreso nacional, y evitar o reprimir 
los actos que comprometan o debiliten la estructura o el porvenir económico de la comunidad. La conveniencia y 
los límites de la intervención económica del Estado, dependen de las exigencias del bien común en los casos con-
cretos. 

La iniciativa privada es la más viva fuente de mejoramiento social. El Estado debe promover su mejor y más 
ordenado desenvolvimiento y garantizarlo. 

En donde la iniciativa privada sea imposible o insuficiente, el Estado ha de urgir la organización de actividades 
sociales, sin matar, estorbar ni desplazar esa iniciativa, pues en estos casos, la acción administrativa oficial resulta 
agotante y destructora. 

El Estado tiene el deber de velar porque los frutos de la iniciativa privada tengan carácter social, y de hacer que 
esa iniciativa concurra siempre en el interés nacional y esté constantemente subordinada al bien común. 

El desarrollo económico debe formar parte de un esfuerzo de elevación humana completa, en el que deben ar-
monizarse y complementarse recíprocamente los aspectos materiales y espirituales. Es inaceptable utilizar el incre-
mento de los bienes materiales, como pretexto o instrumento de esclavización y degradación humana, para supri-
mir la libertad y los derechos del hombre. 

Desde el punto de vista estrictamente económico, son factores insuperables de desarrollo la libertad responsa-
ble, la voluntad de creación, de esfuerzo y de riesgo, la voluntad personal de mejorar, la aptitud y la honradez en la 
actividad económica de los particulares y del gobierno, y la certeza del desarrollo de la personalidad propia me-
diante el cumplimiento del deber de cooperación social en el trabajo productivo, en un ambiente de verdad, liber-
tad y justicia. En México estas exigencias esenciales del desarrollo económico y humano tienen urgencia especialí-
sima en el sector agrícola. 

Desde el punto de vista económico, la planeación debe concertar la libertad y la iniciativa individual, con una 
orientación común del desarrollo. Por eso, la planeación no debe ser un disfraz económico del control político, sino 
esfuerzo nacional de previsión del futuro, fijación realista de metas y de medios económicos y sociales, y expresión 
de la voluntad común de desarrollo mediante una acción concertada de todos los sectores de actividad económica 
y no solamente del gobierno. 

12 
JUSTICIA SOCIAL 

La miseria y la ignorancia se deben al desorden moral, económico y político, y sólo podrán evitarse mediante 
un orden justo, basado en el reconocimiento de los valores espirituales y en la realización del bien común, de 
acuerdo con las situaciones históricas concretas. La cooperación habitual de todos para realizar el orden justo –no 
la lucha de clases– es el camino adecuado para alcanzar la justicia social, fuerza moral básica de la que dependen 
todos los bienes de las personas y de la sociedad. 

Como justicia del bien común, la justicia social se realiza mediante el ejercicio y la defensa de los derechos y el 
cumplimiento de las obligaciones recíprocas, especialmente en las relaciones de la persona y . los grupos sociales 
con la autoridad y de los grupos sociales entre sí. 

La justicia social no se limita ni a la solución de los problemas obrero-patronales, ni a lograr una mejor distribu-
ción de la riqueza material entre los hombres de los diversos sectores o zonas de un país o entre los diversos países 
de la comunidad internacional. La justicia social tiene por objeto, con fundamento en la igualdad esencial y en la 
solidaridad de los hombres, promover el acceso de los mismos -particularmente de los núcleos más desvalidos de la 
sociedad, o de quienes viven en zonas económicamente menos desarrolladas- a los bienes materiales y espirituales 
suficientes para que la comunidad viva de la manera más justa, equitativa y equilibrada que sea posible, con respe-
to para la libertad personal y para la dignidad humana. 

La propiedad privada no es un fin en sí misma. Constituye un instrumento de apoyo y garantía para la libertad 
de la persona y para la seguridad de la familia. Por eso debe promoverse su difusión. 

La propiedad privada debe regularse conforme a las exigencias del bien común y de los deberes de buen uso y 
cooperación social que las mismas imponen. 

En México, las exigencias de la justicia social son especialmente apremiantes respecto al sector agrícola. El pro-
blema del campo no sólo es primordial en nuestra economía, sino ante todo un problema de elevación humana. 
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Es necesario incrementar la productividad del trabajo y de los recursos dedicados a la actividad económica en 
el campo, y promover no sólo las expectativas, sino la elevación real del género y nivel de vida de la población ru-
ral, sin buscar a cambio de ello, ni la sumisión política ni la explotación económica de la misma. 

Para este fin se requieren el estímulo a la iniciativa y el respeto a la libertad de los campesinos; la seguridad en 
la propiedad de la tierra; la extensión al campo de los sistemas de seguridad social; el desarrollo de servicios esen-
ciales tales como agua, comunicaciones, transportes, asistencia sanitaria, instrucción básica y técnica y diversiones; 
sistemas equitativos de tributación; créditos adecuados y asistencia técnica y, en general, la aplicación de las medi-
das económicas y técnicas que aseguren la suficiencia económica y humana de los campesinos y el desplazamiento 
ordenado de la población rural excedente a otros sectores de la actividad económica. 

Es injusticia social abusar de la autoridad y de los puestos públicos; negarse a cooperar en las transformaciones 
sociales, económicas o políticas que exige el bien común; aprovechar posiciones de influencia para negociar con 
derechos ajenos de personas o comunidades; renunciar a la defensa de derechos, garantías fundamentales, o fo-
mentar, por acción o por omisión la desorientación de las conciencias, el abstencionismo, la deserción y el servilis-
mo. 

Son exigencias indeclinables de la justicia social, el reconocimiento común de que existe un orden ético jurídico 
obligatorio en la convivencia humana y el valor de proclamarlo y defenderlo; la vigencia de un orden democrático 
en la elección y ejercicio de la autoridad; el respeto a la libertad de conciencia, la independencia de las organiza-
ciones ocupacionales frente al gobierno; la elevación material y humana de la mayor parte de la población, sobre 
todo en el campo, y la oportunidad de acceso a la propiedad de bienes de uso durable y de producción, mediante 
una adecuada política de desarrollo y de reforma social. 

Las relaciones políticas y económicas en la comunidad internacional, deben tener como objetivo, la realización 
de la justicia social. En consideración a la igualdad jurídica básica que debe existir entre todas las naciones de la 
Tierra, la justicia social debe ser el propósito que inspire las medidas de asistencia técnica, social y económica, que 
se convengan, en favor de los países que requieran la ayuda de otros, para su mejor desarrollo, para reparar infor-
tunios o para alcanzar dicha justicia en su vida interna. 
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PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA DEL PARTIDO ACCION NACIONAL 2002 

Introducción 

A través de su intervención en la vida pública de México, Acción Nacional ha comprobado la validez de sus 
Principios de Doctrina los cuales, mediante una difusión y aplicación constantes, han tenido una innegable influen-
cia en la evolución política de nuestro país, donde se han establecido ya las bases de un sistema democrático. El 
papel del partido se ha modificado de acuerdo con su creciente participación en los órganos de gobierno federales, 
estatales y municipales.  

Por ello, a sesenta y tres años de su fundación, Acción Nacional –protagonista central en la democratización de 
México- reitera su adhesión a los Principios de Doctrina aprobados en la Asamblea Constituyente del 14 al 17 de 
septiembre de 1939, que han servido de fundamento y motor para sus tesis y actividades. 

En 1965, Acción Nacional consideró conveniente responder a los cambios que había producido la evolución 
natural de la Nación y la acción del Partido. Para ello, presentó a sus miembros y simpatizadores, y a la opinión 
pública del país, una primera Proyección de sus Principios de Doctrina sobre la situación nacional e internacional 
de entonces. 

Treinta y siete años más tarde, es necesario repetir ese ejercicio. Los Principios del Partido tienen hoy tanta vi-
gencia como en su origen, y sus pilares continúan firmes y valederos. El mundo, sin embargo, ha evolucionado. Al-
gunas tendencias que hace cuatro décadas apenas se avizoraban, hoy están profundamente arraigadas en la socie-
dad. Otros fenómenos, que entonces no podían anticiparse han emergido con fuerza ante nosotros. 
Consecuentemente, es oportuno que el partido señale el rumbo que marca nuestra concepción doctrinal de la per-
sona, de su liberad y de su responsabilidad social. Es conveniente, asimismo, proyectar sobre los hechos nuevos la 
luz que aportan los principios de solidaridad y subsidiariedad, para que una sociedad ordenada y generosa concu-
rra a la realización del bien común.  

Con este documento, Acción Nacional vuelve a demostrar que en México es posible, para una organización po-
lítica, guardar fidelidad a sus principios fundamentales, sin perjuicio de aplicarlos eficazmente a situaciones históri-
cas cambiantes, mediante la proyección de los mismos. 

En cumplimiento de esta misión, Acción Nacional renueva y reitera su compromiso con la estricta observancia 
de la Constitución y sus leyes, sin aceptar pactos o acuerdos que lo subordinen a alguna organización del exterior; 
actuando con independencia de entidades o partidos extranjeros, y rechazando cualquier apoyo económico, políti-
co o propagandístico provenientes de entes jurídicos prohibidos por la ley. 

1. Persona y Libertad 

El Partido Acción Nacional centra su pensamiento y acción en la primacía de la persona humana, protagonista 
principal y destinatario definitivo de la acción política. Busca que el ejercicio responsable de la libertad en la demo-
cracia conduzca a la justicia y a la igualdad de oportunidades para la consecución del bien común. 

Como persona libre el ser humano es un sujeto ético y social, por lo tanto, responsable ante sí mismo y ante los 
demás. Tiene deberes y derechos propios de su naturaleza. La libertad no puede ser constreñida . arbitrariamente 
por el Estado y no tiene otros límites jurídicos que los impuestos por el interés nacional, por las normas sociales y 
por el bien común. La libertad de cada persona ha de coexistir creativa y solidariamente con la libertad de los de-
más. Los medios deben estar adecuados al fin. Un fin éticamente valioso no justifica la utilización de medios ética-
mente inadmisibles. 

Toda persona tiene derecho y obligación de ejercer responsablemente su libertad para crear, gestionar y apro-
vechar las condiciones políticas, sociales y económicas, con el fin de mejorar la convivencia humana. Construir un 
orden social justo es deber individual y colectivo. 

La vida y la dignidad del ser humano deben protegerse y respetarse desde el momento de su concepción hasta 
su muerte natural.  

Toda forma de discriminación o desigualdad de oportunidades por razones de sexo, edad, capacidad física, et-
nia, religión, convicción, condición económica o cualquier otra, debe ser rechazada, corregida y en su caso sancio-
nada. 
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Acción Nacional reconoce plenamente las consecuencias prácticas de la común dignidad de las mujeres y los 
hombres, y de su común carácter de sujetos y agentes responsables y colaboradores en la construcción, animación 
y dirección de la sociedad. 

La equidad de género significa que mujeres y hombres deben desarrollarse plena, libre y responsablemente. La 
discriminación existente contra la mujer en la familia, el trabajo, la política y en las demás esferas sociales es inacep-
table. Los hombres y mujeres deben reconocer mutuamente su valor propio, y responsabilizarse el uno del otro, 
compartiendo las tareas que les corresponden dentro y fuera de la familia, sobre la base de igualdad de derechos y 
de obligaciones.  

Los derechos humanos alientan la vida de una auténtica democracia. Son expresión concreta de la dignidad 
humana. Sin respeto cabal a los derechos humanos, no hay democracia. De su pleno reconocimiento y protección 
jurídica depende la existencia de un Estado democrático de derecho.  

2. Política y Responsabilidad Social 

Corresponde a la actividad política el establecimiento de un orden dinámico que respete la libertad y promueva 
la responsabilidad social como bases para el desarrollo de una comunidad democrática, sustentable y solidaria. 

En el Estado de responsabilidad social, los individuos tienen una relación específica con la comunidad que se 
expresa en leyes aprobadas por autoridad legítima, para ordenar la convivencia social, preservar el bien común y 
dar efectiva protección a los derechos humanos. 

Nos indigna la herida innecesaria de opresión y miseria que unos seres humanos infligen a otros. La respuesta 
debida ante el dolor evitable es la responsabilidad social. Exige superar el individualismo y cooperar en la construc-
ción democrática del bien común. La responsabilidad social no se agota en el ejercicio del derecho ciudadano al su-
fragio; se perfecciona permanentemente con la participación ciudadana en el cumplimiento de los deberes cívicos, 
políticos y sociales que tiene la persona en comunidad. 

La democracia, como sistema de vida y de gobierno, se funda en la igualdad de todos los seres humanos, con-
dición esencial para responsabilizar a las personas del cuidado y procuración del bien común. Es la forma superior 
de organización del poder político y el sistema óptimo para respetar la dignidad humana. La democracia y la res-
ponsabilidad social deben fomentar el pluralismo, que es la convivencia de distintas maneras de pensar y actuar en 
diversos centros de decisión, poder e iniciativa. 

Dentro de la pluralidad, los partidos políticos son un cauce para la responsabilidad ciudadana. Los partidos po-
líticos deben impulsar ideas y acciones para plantear serenamente las soluciones a los problemas del país y llamar a 
la concordia entre los mexicanos. Los partidos compiten por el voto de los ciudadanos; pero también, la responsa-
bilidad social los obliga a cooperar en la construcción común de los bienes públicos. Una auténtica vida democráti-
ca tiene como condición la existencia de partidos que permitan el acceso equitativo de hombres y mujeres al poder 
político, para instaurar gobiernos eficaces y oposiciones constructivas y socialmente útiles. 

El buen funcionamiento de la democracia requiere de instituciones y ciudadanos conscientes de sus obligacio-
nes y de una sociedad organizada. Entre nuestras instituciones políticas deben privar el diálogo y la colaboración, a 
fin de que la responsabilidad social encuentre realidad y eficacia. Los ciudadanos deben tener acceso al conoci-
miento cívico, político y económico necesario para el uso apropiado de los instrumentos y las instituciones que la 
democracia pone a su alcance. Debemos fortalecer la iniciativa ciudadana, estimular el interés por los asuntos pú-
blicos, y entusiasmar a la participación libre y ordenada en organismos intermedios. Requerimos que los ciudada-
nos y sus representantes asuman un compromiso permanente con la conservación, la profundización y la amplia-
ción de las actitudes, los valores y las destrezas políticas propias de la democracia. 

3. Familia 

La familia es el cauce principal de la solidaridad entre generaciones. Es el espacio primario de la responsabili-
dad social, que debe ofrecer la más leal red de seguridad y de afecto ante contingencias y amenazas. Compete a la 
familia comunicar y desarrollar los valores morales e intelectuales necesarios para la formación y perfeccionamiento 
de la persona y de la sociedad. 

La familia tiene preeminencia natural sobre las demás formas sociales, incluso el Estado. Es función esencial de 
este último hacer posible y facilitar el cumplimiento de la misión propia de las familias que forman la comunidad 
política, que no puede realizarse plenamente sino dentro de un orden social, económico y político. Por su parte, la 
familia debe cooperar con el Estado y las organizaciones intermedias al establecimiento del orden en la sociedad, y 
cumplir la tarea fundamental de orientar y educar social y políticamente a sus miembros.  

La transformación del mundo ha influido en la integración de la familia y en sus tareas. Para fortalecerla se re-
quiere adaptar el marco institucional con el objeto de que la proteja, y promover en el hogar los lazos esenciales de 
la solidaridad humana. Erradicar la violencia familiar es imperativo del Estado y la sociedad. Debemos redistribuir 
equitativa y solidariamente entre hombres y mujeres la responsabilidad familiar.  
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Una política social justa no debe pretender la substitución de la familia por el Estado. En sus relaciones con la 
familia, como en todos los campos de su actividad, el Estado está obligado a respetar la preeminencia de la familia 
y el principio de subsidiariedad, así como garantizar, en las leyes y en la práctica, la libertad de conciencia de los 
miembros de la familia y el derecho preferente de los padres para determinar el tipo de educación que deben reci-
bir sus hijos. Por su lado, la familia está obligada a participar en la construcción de un orden social justo. 

4. Cultura y Educación 

La cultura da raíz y sentido a la vida personal y social, sus distintas expresiones son bien común de la Nación. 
Es creación humana por excelencia, expresión de valores y de acción. La cultura se construye desde el hogar, las 
familias y las comunidades mayores. Es relación consigo mismo, con los demás, con la naturaleza, con el conoci-
miento y con la trascendencia. Por ello, la cultura mexicana, expresa la grandeza y la pluralidad de la Nación. 

La cultura debe ser el rostro del bien común. Tiene como vocación la posibilidad del desarrollo permanente y 
constante de todos los seres humanos. La cultura es pensamiento y acción. Es algo más que arte, ciencia o buenas 
costumbres; es entraña y sueños, reciprocidad de talentos personales puestos en común, con trascendencia en el 
tiempo y el espacio. En la cultura de cada persona está la de los demás. 

El Estado ha de asegurar a todos por igual, hombres y mujeres, el acceso a los valores culturales, y debe pro-
mover la libertad en la creación y expresión de la cultura. Los medios de comunicación, como creadores de cultura, 
actúan junto a la sociedad, no en su lugar. El Estado acompaña y regula esta función, garantizando el respeto per-
manente a la libertad de expresión y al bien común. 

El fin del proceso educativo es la formación integral de cada persona, para desplegar de la manera más amplia 
posible sus valores, capacidades, talentos, aptitudes y habilidades. Las políticas públicas en esta materia tienen la 
más alta prioridad, porque la educación es el medio más eficaz para el constante desarrollo y perfeccionamiento de 
las personas y de las naciones. La relación entre maestro y alumno es parte esencial del proceso educativo, por ello 
la sociedad y el Estado deben revalorar la dignidad de la labor magisterial. 

Es responsabilidad del Estado, compartida con la sociedad, proveer a la población de servicios educativos de 
alta calidad, para lograr ciudadanos plenos. Que nadie quede fuera y que nadie sea excluido o segregado del dis-
frute de los bienes. No es aceptable una sociedad que ofende y descarta a sus débiles. Ante una organización ex-
cluyente de la sociedad, debe prevalecer un sistema de integración. Frente a un proceso de globalización debemos 
colocar un sistema que libere y humanice al mundo y sus regiones. Ante la emergencia de nuevos actores y rutas 
sociales, debemos establecer un sistema que habilite sus potenciales.  

La educación integral infunde afecto y proximidad, forma en valores como la libertad, la paz, la vida en socie-
dad, la responsabilidad, la equidad de género, el respeto al medio ambiente, la solidaridad, la igualdad; expresio-
nes humanas necesarias para construir una sociedad ordenada y generosa. 

5. Nación y Mundialización 

La Nación es comunidad de comunidades, unidas por diversos vínculos, con origen y destino común. Se reco-
noce como la suma de sus partes y se enriquece con el aporte socialmente responsable de las mujeres y los hom-
bres que la componen. Brinda comunión de pasado, de presente y de destino. 

La Nación mexicana es una realidad viva, abierta, multicultural y pluriétnica. Es cuna y espacio para el floreci-
miento de un vínculo específico que brinda elementos de unidad para quienes al identificarse con ella, superan to-
da división temporal, geográfica o de origen étnico. 

La Nación mexicana amplía su existencia más allá de las fronteras del Estado y, por ello, abraza a los millones 
de mexicanos que por diversas razones, algunos en circunstancias de dolor, viven en otro país. La decisión de mi-
grar es un derecho fundamental de la persona. La conciencia de pertenecer a la Nación por parte de los mexicanos 
en el exterior debe ser admitida por el Estado, en todas sus dimensiones jurídicas. Que no exista en el extranjero un 
mexicano sin Nación, sin respeto a su dignidad y a sus derechos humanos. 

México es parte de la comunidad mundial, en cuyo seno está llamado a desarrollarse con libertad, responsabili-
dad, justicia, solidaridad, subsidiariedad y en paz. 

El mundo está inmerso en una permanente dinámica de globalización. Al lado de las oportunidades que genera 
este proceso, coexisten aspectos destructivos, entre los que destacan el crimen organizado, el narcotráfico, el terro-
rismo y las prácticas desleales de comercio. El reto para nuestra Nación es trascender el simplismo del aislamiento o 
la sumisión, proponiendo alternativas humanistas a esta realidad. La globalización responsable es mundialización.  

Para la globalización no hay personas ni comunidades con historia, cultura, necesidades y proyectos, sino entes 
económicos dentro de un mercado global. La mundialización, en cambio, es protagonizada por personas, comuni-
dades y naciones que se relacionan entre ellas con libertad y dignidad, las cuales, al lado de la estructura tecnológi-
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ca y económica mundial, construyen leyes e instituciones responsables y solidarias, que brindan un marco de ac-
ción conocido, construido y aceptado por todos, con pleno respeto a la cultura, tradición, valores y creencias de 
cada pueblo. 

La mundialización es acompañar la formación de un mercado global, con la expansión del Estado de Derecho 
para arribar a un Mundo de Derecho. La mundialización es globalizar valores fundamentales del hombre, como los 
derechos humanos y la responsabilidad solidaria. Es necesario promover estrategias de renegociación y alivio de la 
carga financiera de nuestros pueblos, sin que su ejecución implique un agravamiento en la condición económica de 
las naciones que la sufren. Es tarea del humanismo el colaborar en la construcción de un nuevo orden financiero 
internacional basado en la justicia y en la ética, en el reconocimiento de la interdependencia entre países, en la 
prioridad del desarrollo humano sustentable, en especial de las economías más pobres, y en el respeto a la sobera-
nía de las naciones. 

La mundialización supone la convivencia pacífica, ordenada y justa de las naciones y los estados. Obliga a to-
dos los actores del mundo a conducirse de acuerdo con el derecho internacional para asegurar la paz y la seguri-
dad. 

El diálogo y la apertura de toda cultura que participa en la mundialización, no deben avasallar nuestro valioso 
aporte a la civilización, formado por la suma de nuestras identidades indígenas y regionales.  

La nación mexicana debe fortalecer sus vínculos culturales privilegiados con Iberoamérica, para construir un es-
pacio de solidaridad que contribuya al mayor desarrollo de nuestras naciones, dando prioridad a la integración de 
América Latina. Al mismo tiempo, la vecindad geográfica, la magnitud de la población mexicana en los Estados 
Unidos de América, y la fuerza de nuestros intercambios culturales y económicos, nos empujan a cimentar y pro-
mover activamente una relación especial, basada en el mutuo respeto, en la cooperación y en la responsabilidad 
compartida en la solución de los problemas comunes. 

6. Desarrollo Humano Sustentable 

El desarrollo humano sustentable es el proceso de aumento de las capacidades y la libertad de todas las perso-
nas para vivir dignamente sin comprometer el potencial de las generaciones futuras. Es el paso, para cada hombre 
y para todos los hombres, de condiciones de vida menos humanas a condiciones de vida más humanas. 

Para el desarrollo humano sustentable, los seres humanos no son meros beneficiarios de programas asistencia-
les, sino verdaderos agentes de cambio en el proceso. No basta proporcionar bienes y servicios materiales a grupos 
de población que padecen privaciones, sino que deben ampliarse las capacidades humanas. El desarrollo humano 
se centra en ampliar las opciones humanas. 

El desarrollo debe ser sustentable, lo que implica que los intereses de las generaciones futuras reciban la . mis-
ma atención que los de la presente. El deber de proteger a las generaciones futuras no puede pasar por alto las 
apremiantes necesidades de la población pobre de hoy. La búsqueda de un desarrollo sustentable debe tener de-
ntro de sus más altas prioridades la eliminación de la pobreza de la generación actual. 

Es éticamente obligatoria la protección del medio ambiente, para garantizar que las generaciones futuras tengan 
la misma oportunidad de disfrutar de una vida plena tanto como la deben tener las generaciones que les precedan. 
El aspecto ambiental del desarrollo sustentable presupone reconocer que el crecimiento económico debe darse de-
ntro de los límites naturales de regeneración de los ecosistemas, evitando la sobreexplotación de los recursos natu-
rales y la degradación y contaminación de aire, agua y suelo. Sin una base de capital natural no se puede generar 
un crecimiento económico de largo plazo, ni tampoco mejorar la calidad de la vida humana. 

7. Humanismo Económico 

El humanismo económico impulsa una economía eficiente y moderna, equitativa en la distribución de oportu-
nidades, responsabilidades y beneficios; una economía social de mercado, sustentada en el trabajo libre, respetuoso 
de la dignidad humana y del medio ambiente, que tenga su raíz en la libertad y en la iniciativa de las personas; una 
economía que busca construir un México más próspero, más libre y más humano. 

El acceso de las personas a la propiedad y a la formación de un patrimonio es la base material de su desarrollo 
integral y la garantía de su dignidad. Ello tiene que apoyarse en un marco institucional que garantice el derecho a la 
propiedad y que dé certeza jurídica a la persona en su participación en las actividades económicas. 

El mercado es condición necesaria para el desarrollo económico; pero no es suficiente para garantizar el sentido 
humano de la economía. En consecuencia, se requiere la acción rectora y rectificadora del Estado para atenuar las 
profundas desigualdades sociales de nuestro país. El mercado debe liberar las potencialidades económicas de la so-
ciedad, y el Estado debe vigilar su ordenado desenvolvimiento, para garantizar que concurra al interés nacional, se 
subordine al bien común y busque la justicia en las relaciones económicas. 
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El mercado no es un fin en sí mismo, sino un instrumento para asignar satisfactores a las necesidades de los se-
res humanos. Por eso el humanismo económico asume la responsabilidad social y busca abatir la pobreza extrema, 
atiende prioritariamente a los pobres del campo y la ciudad, da prioridad a zonas indígenas y rurales e impulsa el 
desarrollo de las potencialidades del campo mexicano. 

El Estado debe regular los mercados para que los agentes económicos concurran a ellos y compitan en condi-
ciones de equidad, y para evitar que el más fuerte imponga condiciones que terminen por destruir la competencia 
misma. 

La economía social de mercado supone una política fiscal responsable, con finanzas públicas sanas que permi-
tan el crecimiento sólido y estable de la actividad económica, y equilibren el beneficio de las generaciones actuales 
y futuras. El Estado debe regular y supervisar los mercados financieros para fortalecer las potencialidades reales del 
sector productivo, y para inhibir el comportamiento nocivo de quienes en ellos participan. Una economía social de 
mercado busca consolidar el ahorro de la Nación, para facilitar la inversión productiva y para que las personas for-
men el patrimonio de la familia. 

Una política económica humanista subordina sus decisiones a la ética y parte del hombre, su dignidad y sus de-
rechos. En consecuencia, afirma la prioridad del trabajo sobre el capital y busca el acceso del mayor número posi-
ble de personas a la propiedad de los medios de producción. La economía humana impulsa el espíritu emprende-
dor y promueve la participación responsable de quienes en la empresa aportan su trabajo, talento administrativo o 
su capital a la generación de bienes, e impulsa la participación justa en los frutos de la productividad. 

Las políticas públicas que nacen del humanismo económico buscan promover el desarrollo integral, equilibran 
la participación de las regiones del país y armonizan responsablemente los objetivos distributivos con las exigencias 
del crecimiento; reconocen que el desarrollo es promovido por el mayor grado de inversión posible, no sólo en in-
fraestructura y bienes de capital sino, y sobre todo, en las capacidades de las personas, esto es, la inversión en valor 
humano. Para ello es fundamental la inversión de recursos públicos y privados en la formación y desarrollo integral 
de las personas y específicamente en los rubros de educación, salud, vivienda, seguridad y calidad de vida. Debe 
promoverse la inversión en la formación y el fortalecimiento de las capacidades humanas que permitan a las perso-
nas colaborar, proponer, deliberar y participar en las decisiones de su trabajo.  

Por otra parte, el crecimiento sostenido de la economía no puede depender de la mera venta de materias pri-
mas o de procesos productivos de mano de obra barata, sino de la capacidad productiva de la persona, de su plena 
realización económica y del desarrollo tecnológico. 

La ampliación del comercio y la inversión permite que los recursos se asignen a las regiones y sectores donde se 
producen bienes y servicios de manera más eficiente a nivel mundial. Esto beneficia la capacidad empresarial, ge-
nera empleos en sectores competitivos y se traduce en el disfrute de satisfactores a un costo menor y de mejor cali-
dad para los consumidores. Pero por otra parte, se generan también sectores productivos perjudicados y pérdida de 
empleos en aquellas áreas y regiones que no tienen condiciones para competir en un entorno global. 

El humanismo económico demanda un Estado rector que distribuya los beneficios del comercio. Esta distribu-
ción no debe entenderse como un reparto asistencialista de recursos, sino que debe basarse en el diseño de políti-
cas públicas que reorienten la actividad productiva en los sectores afectados. En una economía social de mercado 
el Estado debe ser vigilante atento de que los excesos de los mercados mundiales no conviertan en prescindibles a 
las personas. Ante la globalización, los Estados deben fortalecer su capacidad para cumplir esta misión. La rectoría 
y articulación de las actividades económicas y sociales no deben delegarse a las grandes empresas. 

8. Trabajo 

El trabajo es el espacio natural de la responsabilidad social. Es medio fundamental para la realización del ser 
humano y la satisfacción de sus necesidades. Tiene como eje a la persona humana. No es una mercancía y tiene 
primacía sobre el capital.  

El trabajo humano está fundado en la interacción de las personas que se vinculan para cooperar y realizar una 
acción creadora y transformadora. Toda persona apta para el trabajo debe tener oportunidad constante de realizar-
lo sin discriminación alguna. El acceso a las oportunidades laborales y al disfrute de su compensación debe ser 
igual para la mujer y para el hombre. El trabajo del hogar debe ser socialmente reconocido y en lo posible valorado 
para su incorporación en las cuentas nacionales. Las responsabilidades familiares, sociales y económicas se deben 
atender con equidad por los hombres y las mujeres. 

. Todo trabajo socialmente útil debe tener la retribución que permita al trabajador vivir y mantener decorosa-
mente a una familia con posibilidades reales de mejoramiento. El trabajo ha de proporcionar bienestar compartido, 
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realización profesional y oportunidad de desarrollo personal y familiar. Los salarios deben decidirse con criterios de 
justicia y equidad, no solamente con base en el mercado. 

La responsabilidad del Estado en materia laboral es integral. El Estado debe: asegurar que el sistema educativo 
prepare a todas las personas, particularmente a los jóvenes, para su realización en la vida laboral; forjar condiciones 
económicas y sociales propicias para la generación suficiente de empleo estable; determinar un marco institucional 
y legal que ampare las prestaciones que hombres y mujeres requieren para desempeñarse con dignidad; fomentar 
la vinculación de los ámbitos educativo y productivo para la capacitación continua de los trabajadores; desarrollar 
un régimen de protección social para el desempleo; organizar el financiamiento público y privado de pensiones 
dignas y suficientes de las personas que han terminado su etapa laboral. En síntesis, la función del Estado es deto-
nar en la sociedad los valores de una solidaridad activa. 

El trabajo humano debe organizarse en condiciones dignas que permitan una participación progresiva de los 
trabajadores en las decisiones, beneficios y capital de las empresas. La entera libertad en la organización de los tra-
bajadores en asociaciones y sindicatos es elemento fundamental para la humanización de la vida laboral. 

El Estado y la sociedad, deben encontrar respuestas solidarias y responsables a los retos que plantea el trabajo 
informal. Debe proscribirse toda forma de trabajo infantil, porque niega el acceso de los niños a la educación, al es-
parcimiento y a la cultura, condenándolos a la miseria. 

9. Medio Ambiente 

El medio ambiente es el conjunto de condiciones físicas y procesos biológicos que interactúan en un espacio y 
tiempo determinados. Un medio ambiente sano es una aspiración de la humanidad, ya que es fundamental en el 
desarrollo integral y en la calidad de vida de las personas de las generaciones presentes y futuras.  

Una política de desarrollo sustentable debe lograr que los costos sociales y ambientales de los bienes y servicios 
se vean reflejados en términos económicos, con el fin de promover patrones de producción y consumo sanos. Asi-
mismo, es importante promover la inversión y el uso de tecnologías limpias, que eviten y minimicen el impacto 
ambiental causado por el crecimiento económico. Se requiere de un uso más amplio de instrumentos económicos, 
legales, informativos y educativos, así como incentivos claros que entre productores, inversionistas, consumidores y 
la sociedad en general, aliente la utilización de esos patrones y tecnologías. 

La convivencia entre los seres humanos y la naturaleza debe ser tal que permita la satisfacción de las necesidades de 
los hombres, sin comprometer la capacidad de regeneración de la naturaleza, y por tanto, la existencia de las generacio-
nes futuras. Es necesario que las instituciones públicas y privadas incluyan el tema ambiental en sus actividades y que 
haya un cambio de hábitos y valores sociales, para lograr la efectiva protección del medio ambiente.  

El buen aprovechamiento de los recursos naturales no depende sólo de cuestiones técnicas y económicas, sino 
que está vinculado a los sistemas políticos y a sus instituciones. La inequidad en la distribución del ingreso, la inefi-
ciencia gubernamental, la corrupción y el autoritarismo, agreden al medio ambiente. Un sistema político responsa-
ble y ordenado previene y mitiga los impactos nocivos al ambiente. Es fundamental la participación corresponsable 
de la sociedad, no sólo como conjunto de consumidores, sino de personas que ejercitan sus derechos y asumen sus 
responsabilidades cívicas y políticas. 

La sociedad y todos los órdenes de gobierno deben actuar coordinada y permanentemente para evitar la de-
gradación del medio ambiente, renovar la conciencia ciudadana, desalentar procesos productivos contaminantes y 
sancionar las prácticas dañinas al ambiente.  

Es indispensable la acción solidaria y subsidiaria entre las naciones para frenar el deterioro ambiental y reorien-
tar la actividad humana hacia la el desarrollo sustentable mundial. 

10. Ciencia e Innovación Tecnológica 

La libertad de investigación científica, la innovación y el desarrollo tecnológico, son indispensables para procu-
rar el bien común de la sociedad y para fortalecer a la Nación.  

El ser humano, como parte de su naturaleza creativa, genera conocimientos y desarrolla tecnologías que sirven 
a su bienestar. La ciencia y la tecnología son instrumentos al servicio de la vida de las personas y de su comunidad.  

No todo lo que es científicamente posible es socialmente responsable. La libertad de investigación tiene frontera 
en la dignidad de la persona humana. La manipulación técnica de la naturaleza no está exenta de riesgos. La pro-
tección y el cuidado de la naturaleza es responsabilidad del investigador, de manera directa, y de la sociedad, de 
manera solidaria.  

El desarrollo del conocimiento, la innovación y el progreso tecnológico, debe ser certeramente responsable 
cuando el sujeto de investigación es el hombre mismo. 
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. El reto de la ciencia es cómo dominar su propio dominio. Es necesario estudiar a fondo, analizar, los avances en to-
dos los ámbitos de la actividad humana, incluyendo la científica y tecnológica, para evaluar sus implicaciones éticas. El 
certero desarrollo de la investigación es de vital importancia para proteger y mejorar la vida de las personas. 

El conocimiento científico es patrimonio de la humanidad. La ciencia y la tecnología no deben convertirse en 
simples mercaderías, en instrumentos de dominio o en fuentes de segregación. 

11. Humanismo Bioético 

Acción Nacional afirma el valor de la vida humana desde la concepción hasta la muerte natural y el derecho de 
cada persona a que su vida sea respetada de manera total.  

Cada mujer y cada hombre es un ser indivisible corporal y espiritualmente; un ser único, singular, irrepetible, 
con identidad propia y una dignidad intrínseca. 

El derecho a la vida es inviolable. Por ser fundamento de todos los demás derechos, debe ser respetado, garan-
tizado y protegido por el Estado, de acuerdo con las normas, principios y valores del derecho. Nadie es dueño de la 
vida, ni de la muerte.  

El embrión humano es persona. Tiene dignidad y derecho a la vida, a la identidad, a la protección por el Esta-
do y la sociedad. No puede ser objeto de manipulación ni de las agresiones que conducen a su destrucción y elimi-
nación. Toda vez que el ser humano es en sí mismo un fin y no un medio, la clonación de seres humanos por cual-
quier razón debe ser prohibida. En la procreación puede ayudarse a la naturaleza, respetando la vida y la dignidad 
de las personas. 

Todo tratamiento, investigación y manejo realizado sobre seres humanos y su patrimonio genético debe ser cer-
teramente responsable para respetar la dignidad humana. El genoma humano es patrimonio de la humanidad. To-
do ser humano tiene derecho a conocer su filiación genética y a que tal filiación sea protegida por las leyes que tu-
telan la privacidad y la intimidad. No se puede discriminar a una persona a causa de su patrimonio genético. 

La lucha contra el dolor debe ser entendida como un esfuerzo común, público y privado, incluyendo los cuidados pa-
liativos, dando asistencia total, material y espiritual, en cualquier fase de la vida en la que se encuentren los enfermos. Pu-
diendo ser admisible la recomposición genética con fines terapéuticos, bajo los mismos principios éticos usados en el ma-
nejo de otras terapias, es inaceptable cuando se utiliza por razones eugenésicas ni por razones arbitrarias. 

12. Campo y Ciudad 

El campo y la ciudad son espacios diferentes pero complementarios de nuestra diversidad nacional. Encarnan 
distintas maneras de convivencia social, de expresión cultural y de actividad económica. En ambos, el centro de ac-
ción son los hombres y mujeres que buscan su realización personal y comunitaria. 

Las comunidades del campo, en especial las que se encuentran en extrema pobreza, deben ser el centro de una 
política integral capaz de generar una nueva sociedad rural, fundada en la solidaridad de sus miembros y en la 
promoción de la dignidad de las personas, es decir, en la humanización integral del campo y sus habitantes.  

Es preciso que el gobierno y la iniciativa de los particulares promuevan una organización competitiva de la pro-
ducción agroalimentaria, agropecuaria y forestal, para enfrentar con éxito la creciente integración económica de las 
naciones. Esta política integral debe incluir un sistema de financiamiento social acorde con las necesidades y cir-
cunstancias del campo, la creación de infraestructura, la gestión de nuevas tecnologías, el fortalecimiento de las ca-
denas productivas, la comercialización, el aprovechamiento de los productos y ventajas comparativas de cada re-
gión y la plena seguridad jurídica de la propiedad de la tierra. 

El campo es también fuente y expresión de nuestra diversidad sociocultural. El Estado debe asegurar a todos 
sus habitantes las condiciones mínimas para su adecuado desarrollo humano, en especial en el acceso a la educa-
ción, a las condiciones de salud y de vivienda propias de una vida digna y a la posibilidad de expresar su cultura. 

La transformación social y económica del campo debe fundarse en el destino universal de los bienes, que exige 
respetar al medio ambiente y garantizar un sustento digno y suficiente de las comunidades del campo y la ciudad 
del presente y de las generaciones venideras. 

La ciudad también expresa nuestra pluralidad como nación. La ciudad ordenada, debe vincular solidariamente 
a las personas y proporcionarles seguridad, bienestar y oportunidades para acceder al conocimiento, la ocupación y 
la cultura. En el medio urbano se acumulan valores materiales y espirituales que ligan a las generaciones pasadas y 
presentes con las futuras; por tanto, identidad y tradiciones, patrimonio cultural y artístico, formas singulares de 
pensar y de actuar, penetran y definen el modo de ser de quienes han nacido y viven en la ciudad, lo cual fortalece 
la identidad y el carácter nacionales. 
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La ciudad y sus modos de convivencia se transforman a consecuencia de movimientos sociales, fenómenos mi-
gratorios, procesos económicos y tecnológicos, identidades culturales o alteraciones del medio ambiente. Por ello, 
es indispensable vigilar que la dinámica urbana genere condiciones propicias para una vida digna, justa y libre. 

Como expresión económica, la ciudad debe ser fuente de trabajo para sus habitantes, debe también ser garan-
tía de un adecuado crecimiento industrial, tecnológico y comercial, capaz de satisfacer las necesidades de sus habi-
tantes y de armonizar el desarrollo comunitario con el respeto y aprecio a los recursos naturales de la comunidad.  

La variada extensión que adquiere el espacio urbano implica que la ciudad tenga autoridades organizadas de 
manera subsidiaria, para asegurar que los distintos órdenes de gobierno participen de manera coordinada en la sal-
vaguarda del equilibrio entre población, urbanización, producción y medio ambiente. En la gestión de bienes y ser-
vicios urbanos concurren las autoridades, la iniciativa privada y los habitantes de la ciudad, quienes son correspon-
sables de la construcción eficiente, el mejoramiento continuo y la operación eficaz y a un precio justo de las redes 
de infraestructura y los servicios públicos, que son manifestación concreta del bien común en el medio urbano. 

El desarrollo responsable y solidario exige acciones públicas y privadas que restablezcan y preserven un ade-
cuado equilibrio entre el campo y la ciudad.  

13. Municipio y Sistema Federal 

El municipio, formado por el conjunto de familias que habitan una comunidad, es eje de la estructura política 
nacional y espacio privilegiado para el desarrollo del país. 

El respeto a la autonomía municipal es el fundamento de un orden subsidiario, solidario y responsable que el 
gobierno federal y los gobiernos estatales deben garantizar. Los municipios deben tener la capacidad para determi-
nar libre y responsablemente las características propias de su gobierno de acuerdo con sus necesidades particulares, 
para establecer las normas básicas de la convivencia social y, en especial, para garantizar el pleno desarrollo y res-
peto por las comunidades y los pueblos indígenas. 

Las atribuciones de los diferentes ámbitos de gobierno han de estar presididas por el principio de la proximidad, cuya 
esencia exige que todas aquellas funciones que inciden directamente en la vida diaria de las personas sean atribuidas al 
órgano de gobierno más cercano al ciudadano. El sistema federal deberá asegurar no sólo estas facultades y los recursos 
suficientes para el municipio, sino también la coordinación entre los distintos órdenes de gobierno. 

La prestación de los servicios públicos debe atender a las necesidades fundamentales de los hombres y las mu-
jeres que conforman el municipio, asegurando los niveles mínimos y suficientes para una vida digna. La seguridad, 
la educación, la salud y el desarrollo humano han de ser los objetivos centrales del gobierno municipal.  

Ante la creciente integración de las naciones, los gobiernos municipales han de fungir como promotores de los 
valores y de la diversidad cultural nacionales. En una economía mundializada, el municipio ha de contar con los 
servicios de educación profesional y técnica y con la infraestructura necesaria para potenciar sus recursos y servicios 
en beneficio de las familias y las personas que lo integran.  

La solidaridad exige el compromiso permanente de la persona para actuar a favor del bien común de su municipio. 
Toda política municipal debe fundarse en la participación de quienes integran la primera comunidad de la Nación. 

El desarrollo integral y el crecimiento equilibrado de todas las regiones del país es la esencia del Estado federal. 
La equidad en el acceso a mejores condiciones de vida ha de ser el resultado de un federalismo subsidiario, solida-
rio y responsable que sea capaz de incorporar a todos los mexicanos, independientemente de su ubicación geográ-
fica, al progreso nacional.  

Un federalismo subsidiario y solidario implica la generosa participación de todas las entidades y de la sociedad 
en su conjunto a favor de la educación, de la infraestructura y, en general, de las condiciones mínimas para el ade-
cuado crecimiento económico de todas las regiones del país. 

Un federalismo solidario y subsidiario exige la participación del gobierno federal para que todas las entidades, 
en especial aquellas con mayor rezago social, se encuentren en condiciones de igualdad para garantizar el pleno 
bienestar de las personas. 

El Estado mexicano también ha de promover un federalismo responsable, donde la descentralización de fun-
ciones y de recursos confluya en el compromiso de los gobiernos municipales, estatales y federal para gestionar el 
bien común de la Nación desde cada ámbito de competencia. 

Un federalismo responsable implica la transparencia y honestidad en la vida pública. Es deber de las autorida-
des manejar responsable, transparente y honradamente la hacienda pública. Es deber de los ciudadanos vigilar 
permanentemente la aplicación de los recursos. Las instituciones municipales, estatales y federales, deben reformar-
se para asegurar que la gestión pública trascienda sus periodos de elección, con el fin de dar continuidad y certi-
dumbre a las acciones de gobierno y contribuir de manera eficaz al desarrollo armónico y equilibrado de la Nación. 
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ANEXO DOS 
INSTITUTO FEDERAL ELECTORAL 

DIRECCION EJECUTIVA DE PRERROGATIVAS Y PARTIDOS POLITICOS 
DIRECCION DE PARTIDOS POLITICOS Y FINANCIAMIENTO 

ANALISIS SOBRE EL CUMPLIMIENTO DE LAS DISPOSICIONES LEGALES A LA PROYECCION 
DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA 2002 DEL PARTIDO POLITICO NACIONAL 

“PARTIDO ACCION NACIONAL” 

DOCUMENTO
 
COFIPE 

 

 
PRINCIPIOS DE DOCTRINA 

 
OBSERVACIONES 

ARTICULO 25 
1.- LA DECLARACION DE PRINCIPIOS INVARIABLEMEN-
TE CONTENDRA, POR LO MENOS: 
a) LA OBLIGACION DE OBSERVAR LA CONSTITUCION Y 
DE RESPETAR LAS LEYES E INSTITUCIONES QUE DE 
ELLA EMANEN; 
b) LOS PRINCIPIOS IDEOLOGICOS DE CARACTER POLI-
TICO, ECONOMICO Y SOCIAL QUE POSTULE; 
 
 
 
 
 
 
c) LA OBLIGACION DE NO ACEPTAR PACTO O ACUER-
DO QUE LO SUJETE O SUBORDINE A CUALQUIER OR-
GANIZACION INTERNACIONAL O LO HAGA DEPENDER 
DE ENTIDADES O PARTIDOS POLITICOS EXTRANJE-
ROS; ASI COMO NO SOLICITAR O, EN SU CASO, RE-
CHAZAR TODA CLASE DE APOYO ECONOMICO, POLI-
TICO O PROPAGANDISTICO PROVENIENTE DE 
EXTRANJEROS O DE MINISTROS DE LOS CULTOS DE 
CUALQUIER RELIGION O SECTA, ASI COMO DE LAS 
ASOCIACIONES Y ORGANIZACIONES RELIGIOSAS E 
IGLESIAS Y DE CUALQUIERA DE LAS PERSONAS A LAS 
QUE ESTE CODIGO PROHIBE FINANCIAR A LOS PARTI-
DOS POLITICOS; Y 
d) LA OBLIGACION DE CONDUCIR SUS ACTIVIDADES 
POR MEDIOS PACIFICOS Y POR LA VIA DEMOCRATICA. 

 
 
 
PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA, INTRODUCCION, 
SEXTO PARRAFO, PAGINA 2. 
 
PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA, NUMERALES: 1. PER-
SONA Y LIBERTAD, 2. POLITICA Y RESPONSABILIDAD SOCIAL, 3. 
FAMILIA, 4. CULTURA Y EDUCACION, 5. NACION Y MUNDIALIZA-
CION, 6. DESARROLLO HUMANO SUSTENTABLE, 7. HUMANISMO 
ECONOMICO, 8. TRABAJO, 9. MEDIO AMBIENTE, 10. CIENCIA E IN-
NOVACION TECNOLOGICA, 11. HUMANISMO BIOETICO, 12. CAM-
PO Y CIUDAD, 13. MUNICIPIO Y SISTEMA FEDERAL, PAGINAS 3 A 
15. 
PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA, INTRODUCCION, 
SEXTO PARRAFO, PAGINA 2. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
PROYECCION DE PRINCIPIOS DE DOCTRINA, NUMERAL 2. POLITI-
CA Y RESPONSABILIDAD SOCIAL, PARRAFOS CUARTO Y QUINTO, 
PAGINA 4. 
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